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Presentación

Desde que entro en vigencia en el Distrito de Huaura, el Nuevo Código Procesal se han presentado una serie de inconvenientes y de problemas relacionados a su aplicación y sobre todo a la mala coordinación de sus actividades entre los encargados de la investigación preliminar.

En el mes de Abril del 2007, cuando entro en vigencia en el Departamento de La Libertad el NCPP no fue ajeno a problemas, siendo lo que más destacan la mala coordinación entre el Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú es aún falta de apoyo logístico para adecuar la infraestructura y capacitar al personal policial; toda vez que ambas Instituciones deben de trabajar estrechamente para poder reunir los elementos probatorios suficientes para presentar un “caso” ante el Juez de Investigación Preparatoria y todo el esfuerzo desplegado por los actores judiciales se va a valorar cuando el denunciado sea sancionado dentro de los parámetros constitucionales.

En el presente trabajo trataremos de explicar la importancia de las diligencias preliminares efectuadas por el Fiscal con o sin el apoyo de la Policía Nacional y las consecuencias de una deficiente investigación preliminar que en muchas veces conlleva al archivo definitivo o provisional de la investigación y su repercusión ante la opinión pública.

El Capitulo I es la Caracterización del problema que no es otra cosa que detallar de manera sucinta el problema en sí. El Segundo Capitulo se tratara el marco teórico donde se fundamentaran las variables del presente trabajo. En el capitulo del análisis se va a contrastar la teoría con la practica, basado en cuadros estadísticos que se han recogido luego se hará una deducción lógica de la real dimensión del problema  para luego hacer una serie de recomendaciones.


Esperamos que el presente trabajo sea de su agrado y que ayude a solucionar los problemas que se presentan en la aplicación del nuevo Código Procesal Penal.








Los autores.

Introducción
La realización del presente trabajo aplicativo, ha constituido una  preocupación que convoco nuestro interés, toda vez que resulta interesante conocer cuan importante es la investigación preliminar de los hechos dentro del marco legal consagrado en la Constitución Política del Perú y dentro del D. Leg. 957 – Nuevo Código Procesal Penal.

Desde la aplicación del Código Procesal Penal de 1940 se ha estado aplicando el sistema jurídico mixto que es la combinación de los sistemas acusatorio e inquisitivo, en donde la investigación estaba a cargo del Juez, provocando la demora en el tramite de los expedientes, se eleve la carga procesal, entre otros problemas y que surjan en algunos casos signos de corrupción.
Lo que se pretende con el nuevo Código Procesal Penal es aliviar la carga de la prueba que estaba en manos del Juez y ahora esta bajo la conducción y responsabilidad del Fiscal que en muchos casos solicita el  apoyo de la Policía Nacional del Perú o lo hará en coordinación con ella dándole a esta ultima múltiples tareas con la finalidad de reunir elementos de prueba convincentes y poder formular la denuncia que se ha obtenido a través de diferentes formas y poder identificar plenamente a los autores, determinar su responsabilidad y sobre todo lograr la sanción penal que corresponda.
Desde la aplicación de la norma precitada en la Región La Libertad han surgido una serie de inconvenientes por lo general entre el Ministerio Público y la Policía Nacional, en que el primero no solo se cree el responsable de la investigación del delito sino que prescinde en muchos casos de la Policía, lo que ha conllevado a que no se obtengan las pruebas necesarias e inmediatas para llevar el caso ante el Juez de Investigación preparatoria y por otro lado los efectivos policiales a cargo de las investigaciones desconociendo realmente sus funciones no coordinaban con el Fiscal para realizar las diligencias necesarias e inmediatas.
Si no actuamos con responsabilidad, criterio amplio de colaboración y coordinación para realizar una investigación desde su inicio simplemente no vamos a lograr los fines que se persigue y para lo cual hemos sido creados conllevando con ello a la incidencia de la criminalidad e inseguridad ciudadana.
A continuación detallaremos de la mejor manera el problema que nos ocupa a fin de poder dar alguna solución y contribuir a mejorar la labor policial.

Los autores. 
CAPÍTULO 
I

Planteamiento del problema
CARACTERIZACIÓN DE LA PROBLEMÁTICA
Como bien sabemos, en el año 2006 se da inicio en el PERU a la implementación de la Reforma al Sistema Procesal Penal, modificando sustancialmente la intervención del Estado en la investigación, proceso y sanción del delito. Esta reforma ha traído consigo nuevos elementos que deberían ser considerados como un aporte a la Seguridad Ciudadana. Así lo establece la misma Exposición de Motivos del Decreto Legislativo Nº 957, el cual determina que el Código Procesal Penal es un “instrumento normativo cuyo último fin es lograr el equilibrio de dos valores trascendentes: Seguridad Ciudadana y Garantía. Sin embargo, debido a una serie de instrumentos que nos trae el nuevo modelo procesal penal, su aplicación deja fuera de juzgamiento y en muchos casos de sanción un numero importante de casos, hecho que al ser percibido incremente la sensación de inseguridad ciudadana del ciudadano promedio, lejos de mejorarla.

Iniciada la aplicación del NCPP en el Distrito Judicial La Libertad, voceros del Ministerio Público y el Poder Judicial se pronunciaron públicamente en el sentido que una falta de adecuación y capacitación del personal policial en torno al nuevo modelo procesal penal dificultaba el trabajo de los fiscales, sin tomar en cuenta que un cambio de mentalidad es imposible generar en el breve plazo sin una adecuada capacitación y mas aún cuando los voceros del Poder Judicial y del Ministerio Público se empeñaban en seguir insistiendo que la Policía Nacional no había perdido atribuciones y que por el contrario coadyuvaban de manera técnica y científica en la investigación del delito dirigido por el Ministerio Público; sin embargo la realidad era totalmente distinta. Los Policías en el ejercicio de sus funciones reciben las denuncias o detienen a las personas sorprendidas en flagrante delito muchas veces a riesgo de su propia vida y el Fiscal de Turno en una gran mayoría de casos (no necesariamente solo en casos de los "delitos menores") los pone inmediatamente en libertad o dispone el archivo de la denuncia. 
En el nuevo modelo procesal penal se precisa el rol o funciones que desempeña la Policía Nacional del Perú en la investigación del hecho punible, ello bajo los parámetros que señala la Constitución de 1993 que expresa en el inciso 4 del artículo 159; al decir, la Policía Nacional está en la obligación de cumplir con los mandatos u órdenes que imparta el Fiscal en el ámbito de su función de investigación del delito. 

De ese modo, el artículo 67 CPP establece en forma general para todos los efectivos de la Policía Nacional: en su función de investigación, por propia iniciativa debe recibir o tomar conocimiento de los delitos con la obligación de dar cuenta inmediata al Fiscal.

En tanto se demora en dar cuenta al Fiscal del hecho punible que ha tenido conocimiento, por circunstancias geográficas o porque aquel se encuentra participando en diligencias de otra investigación en lugar diferente por ejemplo, el Policía está en la obligación ineludible de realizar los actos de investigación (diligencias) de urgencia e imprescindibles para evitar o impedir sus consecuencias, individualizar a sus autores y partícipes, reunir y asegurar los elementos de prueba que puedan servir para esclarecer los hechos, cuidando siempre de las formalidades al levantar las actas haciendo participar al sospechoso y a su abogado a fin de no hacer ineficaz su trabajo por no contener los requisitos formales exigidos por la norma.
Todos los actos de investigación urgentes efectuados por la PNP en razón de la disposición expresa del Art. 67 del CPP, se pondrá en conocimiento del Fiscal de manera inmediata a fin que disponga lo pertinente, por lo que el fiscal organizará jurídicamente la investigación y decidirá que otras diligencias son necesarias para el esclarecimiento de los hechos desde el punto de vista jurídico y sobre las ya realizadas, muy bien podrá disponer la ampliación de las mismas. Por ejemplo si  se realizó una incautación de bienes el fiscal de forma inmediata requerirá o solicitará al Juez de la investigación preparatoria la expedición de una resolución confirmatoria 

El Art. 68 CPP establece las atribuciones de la PNP, la misma que realizara las siguientes actuaciones:

“1.
Recibir denuncias escritas o verbales. Si la persona afectada concurre a la Comisaría a denunciar un hecho delictivo, el personal policial de guardia tiene la obligación urgente de recibir la denuncia que bien puede ser escrita o verbal. La forma depende del denunciante. Si quiere hacerlo de modo verbal, no es legal ni racional exigirle que lo realice por escrito. En este caso, el Policía levantará el acta correspondiente. La víctima tiene el derecho que se le reciba su denuncia de inmediato y lo más importante, se realicen las pesquisas urgentes a fin de evitar que las huellas del delito desaparezcan por el paso inexorable del tiempo.

2.
Tomar la declaración del denunciante. Una vez que el Policía recibe la denuncia escrita o verbal, puede recibir la declaración del denunciante, ello con la finalidad de recabar mayor información sobre la forma y circunstancias en que ocurrió el hecho que denuncia y de esa forma determinar que acciones inmediatas realizar para identificar al denunciado y esclarecer los hechos denunciados.

3.
Vigilar  y proteger el escenario de los hechos. La Policía al tomar conocimiento de la comisión de un hecho delictuosa tiene la obligación de concurrir al lugar, escenario o teatro de los hechos y poniendo en práctica sus conocimientos de criminalística, vigilarlo y protegerlo con la finalidad que no se pierda la información que siempre queda en el lugar y que sólo puede ser levantada por personal especializado. Se vigila y protege el lugar hasta que el personal especializado recoja aquella información. Si no se hace una buena vigilancia y protección del lugar de los hechos, la información se pierde o distorsiona en directo perjuicio del esclarecimiento de los hechos.

4. Practicar registro a las personas. En casos en los cuales la Policía interviene al sospechoso, de modo inmediato puede hacerle el cateo o registro personal a fin de despojarle de algún elemento del delito o elemento que pueda poner en peligro su integridad física o de terceros.

5. Prestar auxilio a las víctimas. Inmediatamente que un ciudadano que ha sido o viene siendo afectado por la realización de un hecho punible, el Policía sin siquiera petición expresa de aquel está en la obligación de recurrir en su auxilio. El efectivo policial en tales circunstancias no puede excusarse.

6. Recoger y conservar los objetos e instrumentos del delito así como todo elemento material que pueda servir para la investigación. Al tener conocimiento la Policía de la comisión de un delito y concurrir al escenario de los hechos, sin remover el lugar puede recoger los objetos o instrumentos del delito levantando para tal efecto el acta respectiva. Así mismo, tiene el deber de conservar los objetos e instrumentos del delito recogidos para ponerlo luego a disposición de la Fiscalía. De igual forma, podrá recoger cualquier otro elemento material que a su criterio pueda servir para la investigación.

7. Identificar a los autores y partícipes del delito. Realizar las primeras diligencias para identificar plenamente a los autores y partícipes del hecho punible cometido y denunciado. Sin duda la fundamental y primera diligencia será el correspondiente reconocimiento físico del sospechoso por la víctima o testigos de excepción.

8. Recibir la declaración de los testigos. Luego de conocido el hecho punible efectuado, la Policía Nacional debe identificar a los testigos de los hechos y recibirle sus dichos. Su finalidad es de reunir mayor elementos de juicio o evidencias que sirvan para esclarecer los hechos y a la vez, para identificar a los autores y partícipes del hecho investigado.

9. Levantar planos, tomar fotografía, realizar grabaciones en video. El uso de la tecnología moderna es fundamental para perennizar la escena del delito con la finalidad de deducir la forma como habrían ocurrido los hechos. El mismo funcionamiento del sistema acusatorio hace imprescindible el uso de planos, toma fotográfica o realizar grabaciones de video.

10. Detener a los sospechosos en caso de flagrancia. Es facultad constitucional de la Policía Nacional detener a los sospechosos de la comisión de un hecho punible (delito o falta) cuando concurren los supuestos de flagrancia (f, 24, Art. 2 de la Constitución de 1993). Aquí no es necesario orden judicial. El Decreto Legislativo 983 del 22 de julio de 2007, soslayando lo ya establecido en reiterada jurisprudencia por el Tribunal Constitucional ha modificado el contenido del artículo 259 del CPP de 2004 y ha definido el estado de flagrancia como aquella situación que se presenta cuando el sujeto agente es descubierto en la realización del hecho punible o acaba de cometerlo o cuando ha huido y ha sido identificado inmediatamente después de la perpetración del hecho punible, sea por el agraviado, o por otra persona que haya presenciado el hecho, o por medio audiovisual o análogo que haya registrado imágenes de éste y, es encontrado dentro de las veinticuatro horas de producido el hecho punible o es encontrado el agente dentro de las veinticuatro horas, después de la perpetración del hecho punible con efectos o instrumentos procedentes de aquel, o que hubieran sido empleados para cometerlo, o con señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable autoría o participación en ese hecho delictuoso.

Esta definición de flagrancia es discutible pues da la potestad a la Policía Nacional para privar de la libertad a los sospechosos por simple sindicación de ciudadanos. Disposición que esperamos los miembros de la PNP sepan manejar con ponderación caso contrario no será raro que puedan ser denunciados por abuso de autoridad. Es importante advertir que el legislador del Código Procesal Penal ha hecho uso de la etiqueta de hecho punible y no de delito, por lo que existe flagrancia en nuestro sistema jurídico, tanto para delitos como para faltas.  En tal sentido, el legislador ha previsto que en caso de haberse detenido a un sospechoso de la comisión de una falta o de un delito cuya sanción es no mayor de 2 años de pena privativa de libertad, luego de los actos de investigación urgentes, se dispondrá su libertad (inc. 3 Art. 259 CPP)

11.  Asegurar los documentos privados que puedan servir para la investigación. En los casos en que documentos privados estén de por medio en la comisión de un delito, la Policía Nacional podrá incautarlos.

12. Allanar locales de uso público o abierto al público. Pueden ingresar y hacer registros en locales de uso público o locales que estén abiertos al público cuando la urgencia de la medida así lo amerite, por ejemplo cuando hay flagrancia delictiva o cuando hay peligro inminente de la comisión de un hecho punible.

13.
Efectuar bajo inventario secuestros e incautaciones necesarias en casos de delito flagrante o peligro inminente de su perpetración. Los efectivos de  la PNP pueden hacer secuestros e incautaciones de bienes o efectos provenientes de la comisión de un hecho punible o de los instrumentos que se utilizaron para su ejecución, así como de los objetos del delito. Condición sine qua non para que la Policía Nacional realice secuestros e incautaciones bajo inventario, es la existencia de peligro en su desaparición por la demora.

14. Recibir la manifestación de los sospechosos con presencia de su abogado. El legislador le ha dado la facultad a la Policía Nacional de recibir la manifestación del sospechoso con la finalidad que aquel dé detalles de la forma cómo realizó el hecho que se le atribuye así como indique o ayude a identificar a los demás partícipes del hecho investigado. Para la eficacia de esta diligencia será necesario la presencia del abogado defensor. Caso contrario, si el sospechoso no cuenta con abogado (sea porque no nombró o porque en tales momentos no hay defensor de oficio), la Policía Nacional se limitará a constatar su identidad personal. Aquí resulta necesario precisar lo siguiente: es recomendable recibir la declaración del sospechoso al final de la investigación preliminar, cuando el investigador y el fiscal hayan acumulado las evidencias necesarias. Tal proceder garantiza que se realice un mejor interrogatorio y segundo, se garantiza la presencia ineludible del Fiscal y el abogado defensor (de oficio o privado) en la manifestación del sospechoso. En el sistema acusatorio, la confesión de parte no sirve si a la vez no existen evidencias que lo corroboren. En concreto, esto tiene relación con lo siguiente: en el sistema mixto que se pretende dejar de lado, primero se detiene y luego se investiga, en cambio en el sistema acusatorio esta máxima se invierte: primero se investiga luego se detiene. Este último procedimiento es más eficaz en cuanto a resultados.

15.
Finalmente, el legislador deja abierta la posibilidad que la Policía Nacional realice cualquier otra diligencia urgente que ayude a un mejor esclarecimiento de los hechos. Podrá por ejemplo, efectuar registro de la vestimenta, equipaje o vehículos, averiguación de antecedentes del sospechoso, etc. (Art. 205 incs. 3 y 4) Es decir, excepcionalmente, la PNP tiene la facultad de realizar actos de investigación con la finalidad de evitar las consecuencias lamentables del delito, detener por ejemplo al sospechoso (estado de flagrancia), asegurar las fuentes de prueba que de otra forma pueden perderse o desaparecer por el transcurso inexorable del tiempo. Si no se aseguran en forma inmediata las fuentes de prueba es posible que el esclarecimiento de los hechos no llegue a concretizarse o en su caso, tomará más tiempo hacerlo.

De todas las diligencias anotadas, la Policía elaborará el acta  correspondiente, documento en el cual, se detallara la diligencia o acto de investigación efectuado y será firmada sólo por el policía que dirige la diligencia. El acta luego se entregará al Fiscal para los fines pertinentes.

Los efectivos de la PNP siempre deben actuar con la convicción siguiente: para ser útiles y eficaces dentro del proceso penal, las actas de las diligencias en las que participan, estas deben realizarse ceñidas a las formalidades y respetando siempre los derechos del sospechoso. Idéntico criterio deben tener los Fiscales.

Un acta efectuada en forma deficiente puede ser declarada hasta ilícita por el Juez ante su eventual cuestionamiento.

Ahora bien la investigación preliminar es aquella que “comprenden tanto a un lapso temporal inicial y muy corto de la investigación del delito como a un conjunto de diversas actuaciones, algunas pensadas y planificadas y otras circunstanciales, previas a la apertura formal de investigación, mediante las cuales se confirmará o descartará la existencia del ilícito.
La novísima configuración lleva el mensaje de que no se ha querido crear una etapa formal ni sub etapa especial previa a la investigación preparatoria, sino que se identifica apenas una situación o lapso temporal en el cual se acumularán elementos mínimos de juicio para determinar la existencia del ilícito penal.
La norma describe como diligencias preliminares (artículo 330º  inciso 2) un conjunto de finalidades que, por cierto, resultan ambiciosas para lo que querrían ser simples verificaciones y que sólo las consideramos compatibles con determinados casos delictivos (hechos de sangre) o actuaciones policiales (delitos flagrantes) y la determinación temprana de escenas del delito.
Esto se explica dado el interés inmediato, luego de la noticia del ilícito, en recoger o proteger todo aquello que sea útil para delimitarle, impedir nuevas consecuencias así como la fuga de sus autores o identificar claramente a estos últimos. Si consideramos que esto es muy importante se advertirá la necesidad de que la policía accione de inmediato, inclusive antes de avisar al fiscal, puesto que sí se conoce que este último, de todos modos, demorará en llegar, una equis cantidad de tiempo dedicada a hacer dicho contacto, si otros policías no pueden acudir al lugar del hecho, representaría la pérdida de un tiempo precioso, a partir del cual, podría perderse información relevante sobre el hecho.
En la practica, vemos que los Fiscales optan preferentemente por investigar aquellos casos en los que se cuenta con más evidencia probatoria porque, al ser llevados a juicio, serán más probablemente objeto de condena, es decir, se lleva a proceso aquellos casos de probable éxito para el registro de la fiscalía. La rutina lleva entonces a investigar, primero, y llevar a juicio, después, los casos probatoriamente más sencillos, que no son necesariamente los más importantes; y en estos casos el celo excesivo del Ministerio Público lo lleva inclusive a poner en duda el rol de la Policía Nacional, prefiriendo de manera personal realizar la investigación del caso, o siendo extremadamente cauteloso con la denominada "cadena de custodia". El criterio de oportunidad, legalmente diseñado para desechar los casos sin trascendencia, podría entonces amparar un vicio burocrático tendiente a trabajar sobre los casos fáciles en donde la existencia de la prueba es evidente, debido a que pueden incrementar los indicadores de éxito. En este sentido, comprobamos que las decisiones tomadas por el fiscal, en su amplio marco de facultades, dan motivos a insatisfacciones y reclamos de parte de los ciudadanos, que ven cómo su caso no llega al juez para que el autor del delito sea sancionado, sino que es encaminado hacia una "solución" dispuesta por el Fiscal, que puede ni siquiera implicar una sanción. Lo cierto es que existe un significativo numero de denuncias que no van a juicio. En este sentido, una exploración del nuevo sistema llevaría a establecer cómo funciona la investigación y cómo son usadas las facultades legales por el fiscal, debe por tanto, evaluarse en buena medida los verdaderos efectos de la Reforma Procesal Penal; esto es, no según los casos que juzga sino según aquéllos que deja de juzgar. Este ámbito de la reforma, ha causado seria preocupación en los principales garantes de la Seguridad Ciudadana: La Policía Nacional.

Para culminar la investigación preliminar no es una etapa del proceso penal sino que son actuaciones previas para recoger toda la información posible por parte del Fiscal o por la Policía Nacional por delegación de este a fin de determinar si los hechos investigados reúnen los requisitos necesarios para realizar la investigación preparatoria o formalizar denuncia penal; pero aquí resulta una pregunta ¿realmente la Policía Nacional cuenta con el personal idóneo, capacitado, especializado y con los instrumentos técnicos científicos para realizar una adecuada investigación indagatoria y si los Fiscales tiene el mismo criterio de analizar los casos que toman conocimiento y esta en condiciones favorables para asumir funciones propias del personal policial en la investigación de campo?. Este es un tema interesante pero creemos que ninguna de las dos instituciones le damos importancia debida a la pre etapa del proceso penal tiempo corto pero valiosísimo para recoger la indicios y/o evidencias que nos van a permitir mejores resultados ya que según información de propios fiscales del 100 % de los casos que la policía les ha hecho de conocimiento solo han llevado a juicio con relativo éxito el 4 %, cifra realmente alarmante.
DELIMITACIÓN DE OBJETIVOS
OBJETIVO GENERAL

Conocer la importancia que tiene la investigación preliminar y si que esta es aprovechada de manera adecuada por el personal policial y/o los representantes del Ministerio Público.  XE "OBJETIVO GENERAL" 
OBJETIVOS XE "OBJETIVOS"  ESPECIFICOS

a. Establecer si el personal policial que labora en las dependencias policiales – investigaciones tiene conciencia de la importancia de la investigación preliminar
b. Establecer la importancia que tiene la investigación preliminar del delito y que el personal policial que realiza diligencias de investigación tome conciencia de su rol.
c. Que porcentaje de denuncias fiscales se han archivado por una mala investigación preliminar.
C.
JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA
1. JUSTIFICACIÓN

La presente investigación se justifica en la Directiva correspondiente, la cual establece las normas y procedimientos para la realización de los Trabajos Aplicativos Finales del “III CURSO DE CAPACITACION NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL”

Asimismo, se encuentra justificada por la necesidad de conocer exactamente a que se debe a que los operadores de Justicia no le tomen debida importancia a todo los casos por igual.

2. IMPORTANCIA

La importancia del presente trabajo aplicativo radica en que todos los integrantes de las diferentes unidades policiales de la PNP interioricen cuan importante es la investigación preliminar y desarrollen sus habilidades y métodos de investigación.

D.
LIMITACIONES


1.
TIEMPO

Teniendo en consideración que el presente curso se desarrolla en forma parcial, y que gran parte de los participantes se dedica en sus Unidades PNP a sus respectivas labores, podemos considerar que el plazo otorgado para la realización del presente trabajo resulta corto; puesto que su mayor tiempo lo  dedican a cumplir con sus labores profesionales; lo que dificulta en algunos aspectos la búsqueda de información y por ende en la elaboración del trabajo final.

2. ECONOMICAS

El Equipo de Trabajo, para desarrollar el presente trabajo de investigación no ha contado con una asignación de partida determinada, ni presupuesto económico alguno, solventando los gastos que ha demandado su ejecución con su propio peculio.

CAPÍTULO 
II

Marco teórico - doctrinario
A. ANTECEDENTES.

Revisada la Biblioteca de la Escuela Superior y los trabajos aplicativos que obran en la unidad de educación se ha llegado a determinar que a la fecha no  existen antecedentes de trabajos aplicativos sobre el tema materia del presente.
En realidad existen libros de diferentes autores que tratan el tema de manera general pero no hablan directamente de la importancia de la investigación preliminar.   

B. BASES TEÓRICAS - CUESTIONES GENERALES


CONSTITUCION POLITICA DEL PERU

La Constitución Política de 1993 considera al Poder Judicial, al Ministerio Público y a la Policía Nacional en capítulos separados, determinándoles a cada cual el ámbito funcional de actuación en aras de optimizar la administración de justicia en el país.

En el Capitulo I, Art. 1.- La persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado; así mismo señala cuales son  los derechos fundamentales de la persona humana…”24 a la libertad y seguridad personales en consecuencia..a) nadie esta obligado a hacer lo que la Ley no manda, ni impedido de hacer lo que ello no prohíbe…b) no se permite forma alguna la libertad personal, salvo en los casos previstos por la Ley. Esta prohibida……. y la trata de personas en cualquiera de sus formas…c) No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios….d) Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse o este previamente calificado en la Ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena prevista en la Ley…e) Toda persona es declarada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad…f) Nadie puede ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito…El detenido debe ser  puesto a disposición del juzgado correspondiente dentro de las veinticuatro horas o en el termino de la distancia…Estos casos no se aplican en caso de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al Juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término….g) Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por la Ley. La autoridad está obligada bajo responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito el lugar donde se halla la persona detenida…h) Nadie debe ser victima de violencia moral, psíquica o física ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada de recurrir por si misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. 

Los principales operadores de justicia tienen sus funciones: 

1. POLICÍA NACIONAL DEL PERU

Artículo 166°.- La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el orden interno. Presta protección y ayuda a las personas y a la comunidad. Garantiza el cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y del privado. Previene, investiga y combate la delincuencia, Vigila y controla las fronteras.

FUNCIONES, ATRIBUCIONES, FACULTADES DE LA PNP

Artículo 7º. Funciones

Son funciones de la Policía Nacional del Perú las siguientes:

1. 
Mantener la seguridad y tranquilidad públicas para permitir el libre ejercicio de los derechos fundamentales de la persona consagrados en la Constitución Política del Perú.

2. 
Prevenir, combatir, investigar y denunciar los delitos y faltas previstos en el Código Penal y leyes especiales, perseguibles de oficio; así como aplicar las sanciones que señale el Código Administrativo de Contravenciones de Policía.

3. 
Investigar la desaparición de personas naturales.

4. 
Garantizar y controlar la libre circulación vehicular y peatonal en la vía pública y en las carreteras, asegurar el transporte automotor y 
ferroviario, investigar y denunciar los accidentes de tránsito, así como llevar los registros del parque automotor con fines policiales, en coordinación con la autoridad competente.

5.
Intervenir en el transporte aéreo, marítimo, fluvial y lacustre en acciones de su competencia.

6. 
Vigilar y controlar las fronteras, así como velar por el cumplimiento de las disposiciones legales sobre control migratorio de nacionales y extranjeros.

7. 
Cumplir con los mandatos escritos del Poder Judicial, Tribunal Constitucional, Jurado Nacional de Elecciones, Ministerio Público y de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, en el ejercicio de sus funciones.

8.
Participar en el cumplimiento de las disposiciones relativas a la protección y conservación de los recursos naturales y del medio ambiente, la seguridad del patrimonio arqueológico y cultural de la Nación.

10.
Velar por la seguridad de los bienes y servicios públicos, en coordinación con las entidades estatales correspondientes.

11. 
Ejercer la identificación de las personas con fines policiales.

16. 
Ejercer las demás funciones que le señalen la Constitución y las leyes.

Artículo 8º. Atribuciones

Son atribuciones de la Policía Nacional del Perú las siguientes:

1. 
Intervenir en toda circunstancia, cuando el ejercicio de la función policial así lo requiera, por considerarse permanentemente en servicio.

2. 
Requerir la presentación de documentos de identidad personal cuando el caso lo amerite.

3. 
Registrar y centralizar los antecedentes policiales de las personas, así como las requisitorias judiciales.

5.
Realizar peritajes criminalísticos, técnico-vehiculares y otros relacionados con sus funciones.

6. 
Obtener, custodiar, asegurar y procesar indicios, evidencias y elementos probatorios relacionados con la investigación policial, poniéndolos oportunamente a disposición de la autoridad competente.

7. 
Coordinar y cooperar con los organismos internacionales e instituciones de policía en la prevención y represión de la delincuencia, de conformidad con los convenios suscritos.

8. 
Ejercer las demás atribuciones que le señalen la Constitución y las leyes.

Artículo 9º. Facultades

Son facultades de la Policía Nacional del Perú las siguientes:

1. 
Realizar registros de personas e inspecciones de domicilios, instalaciones y vehículos, naves, aeronaves y objetos, de acuerdo a la Constitución y la ley.

2. 
Poseer, portar y usar armas de fuego de conformidad con la Constitución y la ley.

4. 
Intervenir, citar y detener a las personas de conformidad con la Constitución y la ley.

5. 
Intervenir como conciliador en los casos de conflicto que no constituyan delitos o faltas que alteren el orden y la tranquilidad pública.

Como bien se ha podido observar en las funciones, atribuciones y facultades, están debidamente especificadas en la Ley, y todo están relacionados para cumplir la finalidad Fundamental, es mas en su art. 7 inc. 10 señala que la Policía Nacional deberá de cumplir los mandatos…. Del Ministerio Público y dentro de sus facultades (Art. 9 Inc. 1)….Realizar registros de persona e inspecciones de domicilios, instalaciones y vehículos.

Derechos y obligaciones del Personal Policial
Artículo 36º. Derechos: Son derechos del personal policial:

1.
El respeto y las consideraciones debidas, que su autoridad le otorga.

2.
No  cumplir órdenes que constituyan violación de la Constitución, de las leyes o de los reglamentos.

3.
La formación, capacitación, especialización y el perfeccionamiento permanente que garanticen su desarrollo y promoción profesional, en el país o en el extranjero.

4.
Armamento, vestuario y equipo que garanticen el eficiente cumplimiento de sus funciones con la debida seguridad………
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…….

6.
Los demás reconocidos por la Constitución y las leyes.

Artículo 37º. Obligaciones

Son obligaciones del personal policial:

1.  
Respetar la Constitución, las leyes, los reglamentos y las órdenes superiores.

2. 
Sujetar su actuación profesional a los principios de jerarquía y subordinación, cumpliendo las órdenes de los superiores en el tiempo, lugar y modo indicado, salvo lo previsto en el inciso 2. del artículo 36o de la presente Ley.

3.
Cumplir sus funciones con imparcialidad, responsabilidad, diligencia, eficiencia y prontitud, así como ejercerlas con ética profesional.

4.
Informar a toda persona en el momento de su detención respecto de sus derechos constitucionales y las razones de la privación de su libertad, tratándola con el debido respeto.

5.
Comportarse con honorabilidad y dignidad en su vida pública y privada, conservando incólume el prestigio institucional.

6.
Los demás establecidas por ley o reglamentos

2. MINISTERIO PUBLICO

“Artículo 158°.- El Ministerio Público es autónomo. El Fiscal de la Nación lo preside………..Los miembros del Ministerio Público tienen los mismos derechos y prerrogativas y están sujetos a las mismas obligaciones que los del Poder Judicial en la categoría respectiva. Les afectan las mismas incompatibilidades. Su nombramiento está sujeto a requisitos y procedimientos idénticos a los de los miembros del Poder Judicial en su respectiva categoría”
Artículo 159°.- Corresponde al Ministerio Público:

a. 
Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho.

b. 
Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta administración de justicia.

c. 
Representar en los procesos judiciales a la sociedad.

d. Conducir desde su inicio la investigación del delito. Con tal propósito, la Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función.

e. 
Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte.

f. 
Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos  que la ley contempla.

g. 
Ejercer iniciativa en la formación de las leyes; y dar cuenta al Congreso, o al Presidente de la República, de los vacíos o defectos de la legislación.

3. PODER JUDICIAL

“Artículo 138°.- La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las leyes.

En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra norma de rango inferior”
“Artículo 139°.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional:

a.
La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional.

No existe ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y la arbitral.

No hay proceso judicial por comisión o delegación.

b.
La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan el derecho de gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno.

c.
La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.

d.
La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la ley.

Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales garantizados por la Constitución, son siempre públicos.

e.
La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan.

f.
La pluralidad de la instancia.

g.
La indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lugar.

h.
El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley.

En tal caso, deben aplicarse los principios generales del derecho y el derecho consuetudinario.

i.
El principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y de las normas que restrinjan derechos.

j. 
El principio de no ser penado sin proceso judicial.

k. 
La aplicación de la ley más favorable al procesado en caso de duda o de conflicto entre leyes penales.

l.
El principio de no ser condenado en ausencia.

m. 
La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen los efectos de cosa juzgada.

n. 
El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad.

ñ. El principio de que toda persona debe ser informada, inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su detención.

o.
El principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos; y, para todos, en los casos que la ley señala.

p. 
La participación popular en el nombramiento y en la revocación de magistrados, conforme a ley.

q.
La obligación del Poder Ejecutivo de prestar la colaboración que en los procesos le sea requerida.

r.
La prohibición de ejercer función judicial por quien no ha sido nombrado en la forma prevista por la Constitución o la ley. Los órganos jurisdiccionales no pueden darle posesión del cargo, bajo responsabilidad.

s. 
El principio del derecho de toda persona de formular análisis y críticas de las resoluciones y sentencias judiciales, con las limitaciones de ley.

t  . El derecho de los reclusos y sentenciados de ocupar establecimientos adecuados.

u.
El principio de que el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad.

Artículo 140°.- La pena de muerte sólo puede aplicarse por el delito de traición a la patria en caso de guerra, y el de terrorismo, conforme a las leyes y a los tratados de los que el Perú es parte obligada.

Artículo 141°.- Corresponde a la Corte Suprema fallar en casación, o en última instancia, cuando la acción se inicia en una Corte Superior o ante la propia Corte Suprema conforme a ley. Asimismo, conoce en casación las resoluciones del Fuero Militar, con las limitaciones que establece el artículo 173º.

Artículo 143°.- El Poder Judicial está integrado por órganos jurisdiccionales que administran justicia en nombre de la Nación, y por órganos que ejercen su gobierno y administración.

Los órganos jurisdiccionales son: la Corte Suprema de Justicia y las demás cortes y juzgados que determine su ley orgánica.

Artículo 145°.- El Poder Judicial presenta su proyecto de presupuesto al Poder Ejecutivo y lo sustenta ante el Congreso.
CODIGO PROCESAL PENAL: PANORAMA DEL NUEVO MODELO PROCESAL PENAL.


Es necesario tener un panorama exacto de cómo a evolucionado el 
Nuevo Código Procesal Penal


a.    INSUFICIENCIAS DEL ANTIGUO MODELO PROCESAL 
1.- 
Modelo procesal penal mixto, predominantemente inquisitivo y mínimamente acusatorio. No obstante que se establece esta mixtura en el Código de Procedimientos Penales de 1940, sin embargo, el modelo que predomina y resalta es el inquisitivo. Así podemos mencionar, entre otras, el culto a los formalismos, ritualismos, la escrituralidad, la adopción del secreto de la investigación incluso para las partes involucradas, y la conducción de la investigación por el juez. Por su parte en el tema acusatorio sólo se vislumbra en el acto del Juicio Oral, los principios de la publicidad, contradicción e inmediación, pero con ciertas limitaciones y problemas que por el mismo sistema adoptado no se cumplen a cabalidad. El proceso penal mixto quedó estructurado en dos etapas principales: el sumario o instrucción, de corte inquisitivo; y el plenario o juicio, de corte acusatorio.

2.
Se contempla como proceso penal tipo al ordinario y por excepción, el sumario, siendo que en la práctica ocurre todo lo contrario. Pues, más del noventa por ciento de los delitos del Código Penal se tramitan vía proceso sumario, siendo en la realidad esta la generalidad, y la excepción, los procesos ordinarios. De esta forma, la mayoría de los procesos penales, son conocidos y resueltos por el Juez penal que al mismo tiempo investiga y falla en un caso en concreto, contraviniendo el principio de la imparcialidad. La esencia de la potestad jurisdiccional consiste en que el titular de la misma no puede ser, al mismo tiempo, parte en el conflicto que se somete a su decisión. En toda actuación del Derecho por la jurisdicción han de existir dos partes enfrentadas entre sí, que por lo mismo son parciales, las cuales acuden a un tercero imparcial que es el titular de la potestad jurisdiccional, es decir, el juez o magistrados. Este proceso penal ordinario tiene tres etapas: la instrucción, la etapa intermedia y el juzgamiento. La instrucción o investigación judicial que es dirigida por el Juez o ad quo, y la segunda y tercera fases, sobreseimiento y/o acusación, ofrecimiento de medios de pruebas y otros, la conducción del debate oral y el fallo la corresponde a la Sala Superior o ad quem. En la primera etapa se reúne el material fáctico necesario que, en su momento, merecerá ser juzgado en la segunda etapa, determinándose –por un lado- si existen bases suficientes para calificar la antijuricidad penal del hecho y –por otro lado- si pueden ser imputados o acusados a una persona individualizada. En la segunda etapa o fase, la intermedia, de naturaleza eminentemente crítica, que es la que se concentra en el análisis del material recopilado en la instrucción a fin de determinar el archivo o sobreseimiento de la causa o la procedencia del juicio oral. En la etapa o fase de enjuiciamiento, una vez que se ha decidido que existen bases para acusar y juzgar a una persona, se procede al juicio oral y público que termina con la expedición de una sentencia. Esta vía ordinaria, sin embargo, con su problemática y limitaciones, es de mínima aplicación.

3.
En el proceso penal sumario se obvian los principios de la publicidad, oralidad, inmediación y otros. La determinación de la sentencia se realiza en base a la apreciación de las diligencias practicadas en la investigación judicial así como el mérito de la documentación acompañada en los actuados, prescindiéndose de la aplicación efectiva de los principios indicados. 

4.
La investigación del hecho conducida por el Ministerio Público, pero sólo como función pre procesal. El Fiscal dirige la investigación preliminar pero solo en lo que constituye los actos iniciales de la investigación, esto es, previo a la apertura de la investigación judicial, luego de ello pierde toda dirección. Es importante lo expuesto por el doctor José Antonio PELÁEZ BARDALES (El Ministerio Público. Historia, balance y perspectivas, Lima 2003, ps. 187-188) que se ha cuestionado mucho la introducción de este nuevo proceso acusatorio, aduciendo, entre otras razones, que el Ministerio Público no está capacitado ni profesional, ni estructuralmente para afrontar una efectiva y real conducción de la investigación en su etapa preliminar. 
5.
Culto a la escrituralidad y donde el eje central constituye el Expediente. En contravención al sistema de la oralidad se privilegia todas las diligencias transcritas en las actas y la documentación que constituyen el legajo de los Expedientes. Esto conlleva a decidir o fallar en mérito a lo que se encuentra sólo en el Expediente -y no en una apreciación directa, inmediata, oral y contradictoria de la prueba-, en los casos de los procesos sumarios, y porqué no decir también los ordinarios.

b) Razones que justifican el nuevo modelo procesal


Constituye una respuesta actual e integral porque en la mayoría de países del hemisferio se adopta este tipo de procedimientos.

Ya la Exposición de Motivos del Anteproyecto de Código Procesal Penal de abril de 2004 señalaba que “son varias las razones que justifican que nuestro país cuente con un nuevo Código Procesal Penal. Desde un punto de vista del derecho comparado casi todos los países de nuestra región cuentan hace ya algunos años con códigos de proceso penal modernos; es el caso de Argentina, Paraguay, Chile, Bolivia, Venezuela, Colombia, Costa Rica, Honduras, El Salvador y Ecuador. Esta tendencia en la legislación comparada tiene su razón de ser en la necesidad de que los países de este lado del continente adecuen su legislación a los estándares mínimos que establecen los Tratados Internacionales de Derechos Humanos (Declaración Universal de los Derechos Humanos, Convención Americana de Derechos Humanos y Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). En el orden interno la opción asumida por la Constitución de 1993 al otorgarle la titularidad de la persecución penal al Ministerio Público obliga adecuar el proceso penal a dicha exigencia constitucional. De otro lado la permanente fragmentación de la legislación procesal penal ocurrida en las dos últimas décadas convierte en imperiosa la necesidad de organizar toda la normativa en un cuerpo único y sistemático y bajo la lógica de un mismo modelo de persecución penal”

Según los estudiosos del derecho consideran que son varias las razones que justifican que nuestro país cuente con un nuevo Código Procesal Penal, destacando tres:

1 
Desde el punto de vista del Derecho comparado casi todos los países de nuestra región cuentan hace ya algunos años con códigos de proceso penal modernos; es el caso de Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Paraguay y Venezuela.
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La necesidad de adecuar la legislación a los estándares mínimos que establecen los Tratados Internacionales de Derechos Humanos (Declaración Universal de los Derechos humanos, Convención Americana de Derechos humanos y Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) y a las normas contenidas en la Constitución Política del Estado que otorgan la titularidad de la persecución penal al Ministerio Público.

3 
La imperiosa necesidad de organizar toda la normatividad procesal en un cuerpo único y sistemático, bajo la lógica de un mismo modelo de persecución penal.


Desde nuestro punto de vista queremos agregar una razón más a las ya expuestas y creemos es también importante. Se trata de que con la incorporación a nuestro sistema penal del sistema acusatorio, con sus bondades y defectos, constituye hoy por hoy un modelo procesal penal que introduce y respeta los principios procesales que tanto se pregona. De modo que era inevitable insertar este sistema, de lo contrario el colapso en la justicia penal peruana se va agudizar. Ahora depende de los operadores de justicia penal para que esto funcione, el Juez controlando que se respeten las garantías y derechos de los sujetos procesales; el Fiscal controlando y conduciendo el trabajo policial; y, la defensa a la expectativa del cumplimiento del debido proceso.

c) 
Líneas rectoras del nuevo sistema procesal

El nuevo modelo procesal así como sus instituciones se edifican sobre la base del modelo acusatorio cuyas grandes líneas rectoras a considerarse son:

1)
La Determinación de los roles: separación de funciones de investigación y de juzgamiento, así como de la defensa. La distribución de este trabajo en el sistema de justicia penal era impostergable, no solo por el fundamento constitucional, sino porque era la única forma de hacer operativo en la práctica y que esto obtenga un resultado eficaz, en cumplimiento del principio de la imparcialidad, ya que si el Fiscal es el titular del ejercicio de la acción penal pública y a quien se encomienda también la carga de la prueba, quien mejor el más indicado para plantear la estrategia de investigación y desarrollarla conjuntamente con la Policía, formulando sus hipótesis y conclusiones al conocimiento de una noticia criminal. La existencia de la investigación preliminar a cargo del Ministerio Público sólo es posible en el marco de un sistema penal inspirado en el principio acusatorio, ya que surge como consecuencia necesaria de la adopción de aquella forma de enjuiciamiento: al separar definitivamente la función requeriente de la persona del Juez, encomendándosele al Ministerio Público (órgano natural para ejercer la pretensión represiva), resulta claro que la tarea preliminar al eventual ejercicio de la acción penal debe quedar en manos del mismo órgano requeriente.

2)
Rol fundamental del Ministerio Público. El nuevo rol, la figura del fiscal se fortalece asumiendo una acción protagónica como director de la investigación, que liderará trabajando en equipo con sus fiscales adjuntos y la Policía, diseñando las estrategias a ser aplicadas para la formación del caso y, cuando así corresponda, someterlo a la autoridad jurisdiccional, esta nueva actitud conlleva a que en el proceso ya no se repitan las diligencias. El nuevo Despacho Fiscal toma elementos del modelo corporativo de trabajo, el mismo que permite la gestión e interacción de sus actores, incluyendo criterios importantes para el control y seguimiento de sus servicios.
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El Juez asume unas funciones, entre otros, de control de garantías de los derechos fundamentales de los sujetos procesales. Efectivamente, el nuevo Código Procesal Penal le encomienda el control de la investigación realizada por el Fiscal, en tanto se cumplan con los plazos y el tratamiento digno y adecuado a las normas procesales de los sujetos procesales. De modo que la víctima o imputado que cree se han vulnerado sus derechos procesales en la investigación, de cuya dirección le compete al Fiscal, puede acudir al Juez para que proceda de acuerdo a ley. El ejercicio de las funciones del juez no debe limitarse a convalidar formalmente las solicitudes del Ministerio Público, sino que debe asumir un papel activo en defensa de los derechos del imputado y de las demás partes. El Juez de la Investigación Preparatoria no puede convertirse en un simple Juez estampillador. El control judicial de la investigación llevada a cabo por el fiscal debe ser efectivo para que realmente cumpla con la función de garantía que tiene encomendada y para que el nuevo sistema procesal sea operativo.

4.
El proceso penal común se divide en tres fases: investigación preparatoria, etapa intermedia y juzgamiento. La primera fase la conduce el Ministerio Público. La segunda y tercera le corresponde su dirección al Juez. Este modelo de proceso penal llamado común es el proceso único que contempla el Código Procesal Penal. 

Pese a lo señalado por el Código Procesal Penal, hay doctrinarios que señalan que este se divide en cinco etapas o fases o momentos:

1.- La fase de la investigación, preparación o instrucción.

2.- La fase intermedia.

3.- La fase del juicio.

4.- La etapa de impugnación (recursos).

5.- La fase de ejecución.


Es necesario señalar que la etapa preparatoria la policía juega un papel importante por cuanto en muchos casos es la que interviene en el momento o inmediatamente después de la comisión del delito para luego de realizar las diligencias previas le comunica inmediatamente al Fiscal..

Fase de la investigación preparatoria

La investigación preparatoria comprende la secuencia sucesiva de dos momentos, que lo podemos identificar como: La investigación preliminar o diligencias preliminares y la investigación preparatoria en puridad.
El canal más común a través del cual ingresa la primera información y se pone en funcionamiento la maquinaria represiva, es la denuncia, que es el acto mediante el cual una persona que ha tenido noticia de un hecho que considera delictivo, lo pone en conocimiento, en forma verbal o escrita, de alguno de los órganos estatales encargados de la persecución penal (Policía, Fiscales).

LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR EN EL NCPP
[image: image1.emf]
1. CONCEPTO
La investigación preliminar o diligencias preliminares comprenden tanto a un lapso temporal inicial y muy corto de la investigación del delito como a un conjunto de diversas actuaciones, algunas pensadas y planificadas y otras circunstanciales, previas a la apertura formal de investigación, mediante las cuales se confirmará o descartará la existencia del ilícito.
La novísima configuración lleva el mensaje de que no se ha querido crear una etapa formal ni sub etapa especial previa a la investigación preparatoria, sino que se identifica apenas una situación o lapso temporal en el cual se acumularán elementos mínimos de juicio para determinar la existencia del ilícito penal.
La norma describe (artículo 330º inciso 2) un conjunto de finalidades que, por cierto, resultan ambiciosas para lo que querrían ser simples verificaciones y que sólo las consideramos compatibles con determinados casos delictivos (hechos de sangre) o actuaciones policiales (delitos flagrantes) y la determinación temprana de escenas del delito, pero siempre y cuando el Fiscal lo señale de acuerdo al inciso 1 del mismo articulado, cuando no se realice el presupuesto anterior.

Se indica asimismo que, en el informe policial, respecto las actividades policiales, se adjuntarán las actas levantadas, las manifestaciones recibidas, las pericias realizadas y todo aquello que se considere indispensable para el debido esclarecimiento de la imputación. También se adjuntará lo relativo a las comprobaciones domiciliarias y de los datos personales de los imputados.
Esto se explica dado el interés inmediato, luego de la noticia del ilícito, en recoger o proteger todo aquello que sea útil para delimitarle, impedir nuevas consecuencias así como la fuga de sus autores o identificar claramente a estos últimos. Si consideramos que esto es muy importante se advertirá la necesidad de que la policía accione de inmediato, inclusive antes de avisar al fiscal, puesto que sí se conoce que este último, de todos modos, demorará en llegar, una equis cantidad de tiempo dedicada a hacer dicho contacto, si otros policías no pueden acudir al lugar del hecho, representaría la pérdida de un tiempo precioso, a partir del cual, podría perderse información relevante sobre el hecho.
2. CARÁCTER CONTINGENTE DE LAS DILIGENCIAS PRELIMINARES
Debemos destacar, en todo caso, que las diligencias preliminares no constituyen una etapa diferenciada de la investigación, que debería cumplirse de modo tal, si no un posible momento inicial de la misma, que de ocurrir presenta notables y naturales características. Por cierto que, además, podemos afirmar que cuando se da, no acontece de modo superfluo sino que satisface necesidades concretas.
Lo dicho quiere decir que, podría ser que no exista necesidad fáctica de que se efectúen diligencias preliminares, y no significará ninguna irregularidad el que aquellas no se efectúen y se aperture  formalmente, la investigación preparatoria contra alguna persona. Esto precisamente aparece indicado en el artículo 336º, donde se refiere que de la sola denuncia podrían aparecer los requisitos mínimos que justificarían ello.
Y recalcamos esto por entender que la denuncia registraría sólo el dicho del denunciante (quizá con recaudos), sin ejercicio persecutorio alguno, y nos parece ciertamente el caso más radical que pensamos que excepcionalmente si podría ocurrir.
De lo dicho se desprende que las diligencias preliminares sólo se realizarán si aparece la necesidad razonable de las mismas, puesto que el nuevo modelo se preocupa porque no se pierda el tiempo inútilmente. Por otro lado, es fundamentalmente en la investigación formal donde hay espacio para el descargo.

3. DILIGENCIAS PRELIMINARES COMO CONSTATACIÓN
Resulta evidente, conforme a la doctrina y a la casuística, la necesidad de efectuar algunas acciones elementales para verificar la realidad de la noticia criminis, cuando ella no es clara ni evidente o si existen dudas. A lo dicho podrían agregarse los casos en que la constatación asume algún grado de dificultad, tal como la noticia de que en “el monte, jungla” (zonas de sierra y selva) o en cerro se encuentra un cadáver.
Así como puede ocurrir una noticia, tal como la referida, que obliga a acudir al fiscal, desde un primer momento, pueden presentarse noticias poco creíbles o hasta sospechosas de malicia que obligan a realizar constataciones sensoriales, en principio. Precisamente el artículo 329º, inciso 1º, se refiere a una situación bastante indeterminada que puede ocurrir: “cuando tenga conocimiento de la sospecha de la comisión de un hecho que reviste los caracteres de delito”.
Los denunciantes, conforme a su condición cultural y educativa, estado sicológico, según el suceso, y la forma en que estén implicados en el mismo, edad y condiciones mentales, por decir algunos ejemplos, podrían suscitar mayor o menor credibilidad y requerir corroboraciones prácticas. Por ello es que en todas las legislaciones siempre se ha determinado una etapa previa a la investigación formal del delito (generalmente jurisdiccional) en que se verifica la denuncia.
Así es que, en las legislaciones comparadas, aparecen como actuaciones elementales: la encuesta, el sumario, la investigación preliminar, la averiguación previa, el preproceso, la fase de indagación, el procedimiento preparatorio y gobernativo, la indagación preliminar, la investigación prejurisdiccional, la instrucción administrativa, la prevención policial, la investigación policial o la instrucción policial.
Todas las mencionadas instituyen un momento anterior a la investigación formal del delito, sea en sede judicial o fiscal, en que la policía se cerciora de la existencia material de lo denunciado, ofreciendo una noticia cierta del hecho.
4. EL ROL DE LA POLICÍA
El rol de la policía en las diligencias preliminares resulta fundamental, pues será su personal el que de modo natural desarrollará tales actividades y sólo, excepcionalmente, podrá efectuar un acompañamiento director el mismo fiscal, lo que bien podría suceder si la denuncia le llegara primero y aquél requiriera, por alguna razón, verificar personalmente la realidad del ilícito.
Lo natural, decimos, es que la policía tome y tiene la capacidad de iniciativa en realizar las diligencias preliminares conforme el mandato constitucional del artículo 166º, que le encarga garantizar, mantener y restablecer el orden interno así como brindar protección y ayuda a los ciudadanos, y prevenir y combatir la delincuencia, ofreciendo seguridad al patrimonio público y privado.
Todo el género de las funciones encomendadas, ciertamente obliga a una labor policial muy próxima a los ciudadanos, tal como generalmente se realiza; actividades de prevención, patrullaje permanente y presencia constante muy difundida que posibilita a que la policía actúe durante la flagrancia delictiva o sea la primera institución que recibe las denuncias, debiendo actuar de inmediato persecutoriamente.
El legislador ha sido consciente de ello y, por eso, mismo encomienda acciones a la policía, respecto el descubrimiento del delito, que no son tareas del Ministerio Público. Así, en el artículo 67º, inciso 1º, se indica que la policía “debe, inclusive por propia iniciativa, tomar conocimiento de los delitos…” y “… realizar las diligencias de urgencia e imprescindibles”. En el mismo sentido y para razonables efectos de averiguación, es que se faculta a la policía “sin necesidad de orden del fiscal o del juez” a requerir la identificación de cualquier persona (artículo 205º, inciso 1º).
Por la misma razón, de modo apremiante, podrá efectuar registros de la vestimenta, equipaje o vehículos (art. 205º, inciso 3º). Diversas actuaciones, también para la identificación y averiguación de antecedentes (art. 205º, inciso 4º). De igual modo, dando cuenta al fiscal, efectuará diversos controles (artículo 206º) o podrá efectuar pesquisas (artículo 208º) así como retenciones (artículo 209º) y registro de personas (artículo 210º).
Puede entenderse de modo evidente que luego de las actuaciones referidas, muy posiblemente podría ocurrir el descubrimiento de vestigios del ilícito y/o vínculos de autoría, por lo cual deberán inmediatamente, por cuenta de la policía, efectuarse diversas diligencias preliminares o de las consideradas atribuciones de la policía (artículo 68º) que erradamente o desacertadamente se indica podrá realizar “bajo la conducción del fiscal”, situación que literalmente limita el accionar policial, como ocurrió en los primeros meses de la entrada en vigencia el NCPP en la ciudad de Trujillo que los fiscales se creyeron dueños y amos de la investigación en su totalidad y al cabo de poco tiempo gran parte de las denuncias que habían “almacenado” en los dos primeros meses tuvieron que devolverlas o remitirlas a la a la policía para la actuación de diligencias preliminares cuando ya habían pasado varios días (mas de 20) superando el plazo que señala la norma para realizarla, lo que sin temor a equivocarnos varias por no decir mas del 60% de las mismas no se han formalizado por FALTA DE PRUEBAS. 
Lo cierto es que la normatividad y las masivas demandas sociales deberían adecuarse a la naturaleza de las cosas y lo que siempre será neta actuación policial no debería sufrir cortapisas o escamoteos. Otra cosa es generar controles, supervigilancia paralela a las actuaciones, reglamentos que registren diversas exigencias etc. para ofrecer limitaciones, y garantías, en pro de los ciudadanos.
De otro modo, se producirán normas irrazonables, impropias para conseguir los objetivos de eficiencia y eficacia que se persiguen, que resultarán contraproducentes por enfrentar, indebidamente, el funcionamiento de las instituciones con las posibilidades reales de actuación y que obligarán a que se incumplan o se genere indeseable impunidad.
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Los registros que realiza el personal policial que llega en el escenario del delito es fundamental para la investigación preliminar

5. EL ROL DEL MINISTERIO PÚBLICO
La norma se pone en el caso que deberíamos considerarlo excepcional (materialmente), de que sea el fiscal quien primero accede a la noticia del delito y expresa que aquel iniciará las diligencias preliminares de oficio. Dichas diligencias las podrá desarrollar por sí mismo o podrá requerir la intervención de la policía (artículo 329º y 330º inciso 1).
En el primer caso, de considerarlo necesario, podrá constituirse inmediatamente en el lugar de los hechos con el personal y medios especializados necesarios y efectuar un examen con la finalidad de establecer la realidad de los hechos y, en su caso, impedir que el delito produzca consecuencias ulteriores y que se altere la escena donde ocurrió el mismo o donde se sospecha que ocurrió.
A nuestro entender, este artículo pretende orientar a que el fiscal asuma su rol director de la investigación del delito y, en tal sentido, puede ser útil que, según los casos, acceda a la escena del delito para el efecto de actuar rápidamente y quizá accionar la prueba anticipada. Lo que consideramos excesivo es que se vaya a confundir el rol del policía con el del fiscal.
En realidad, el fiscal puede tener varias opciones al recibir la comunicación presunta de un hecho ilícito, conforme a la situación en que provenga la información, sin embargo si hacemos un análisis ligero un gran numero de las denuncias que recibe el Ministerio Público son de Oficio por la Policía porque a sus diferentes funciones entre ellas el mantenimiento del Orden Pùblico y sus diferentes servicios de patrullaje que realiza dentro de la ciudad que constantemente esta en contacto con la sociedad y obtiene la información de la “calle” y debido a la ubicación geográfica y estratégica de las dependencias.
a) 
Noticia elemental del delito:
Es aquella que proviene de una parte denunciante, sea el agraviado mismo o de sus familiares o de un tercero que refiere únicamente la información. También podría venir de un “dato” o “decir” que corre como especulación en el grupo social o noticia periodística.
Considerándose relevante o de interés tal información, el fiscal podría por sí mismo o encargando el accionar a la Policía Nacional, verificar la realidad de la información y efectuar un recojo elemental de material probatorio (si aquel estuviera disponible).
Sólo después de estas verificaciones, que harían el contenido de las “diligencias preliminares” estaría el fiscal en condición de calificar el hecho.
b) Noticia cierta de presunto ilícito
Una noticia cierta de la comisión del ilícito podrá provenir de tres fuentes:
1) otra autoridad formal
2) de la policía nacional
3) de su propia institución
La noticia cierta es no sólo la información (como dato) del presunto hecho ilícito, sino que se adiciona información, datos, elementos de prueba, testimonios y actuaciones que pueden constituir prueba pre constituida y que alcanzan conocimiento sobre un hecho ilícito con corroboración elemental.
En este caso el fiscal, en función de los elementos que se le alcanzan, podría estar en condiciones de calificar el material puesto en su despacho. Los casos que pueden darse son:
Otra autoridad formal
Una noticia con información adicional relevante de la comisión de un ilícito podría provenir de entidades como la Contraloría General de la República, el Indecopi, la Sunat, el órgano de Control de la Magistratura, la Fiscalía Suprema de Control Interno, las Comisiones de Investigación del Congreso, que son entidades especializadas e investigan presuntos ilícitos.
Si bien tales investigaciones no devienen a sustituir la calificación de los hechos y de los elementos probatorios que debería hacer el fiscal, ciertamente otorgan base y credibilidad para que el fiscal esté en condiciones de calificar los hechos.
También sucede los mismo cuando un juez, en el conocimiento de una causa, encuentra hechos que resultarían calificados en una norma penal como ilícitos. Por ende, deriva copias para ponerlas en conocimiento del fiscal.
La policía nacional
De una lectura razonada del NCPP se entiende que la policía esta obligada a poner en conocimiento la noticia cierta del delito y no la noticia elemental del mismo.
A nuestro entender, si la Policía Nacional pusiera en conocimiento del fiscal cualquier primera noticia de un presunto ilícito, estaría efectuando un desgaste irrazonable de recursos y estaría saturando inútilmente los canales de comunicación.
Por ende, consideramos que la policía se encuentra obligada poner en conocimiento del fiscal la noticia cierta de la comisión de ilícitos. Ello quiere decir que la noticia a entregar al fiscal, debe haber sido verificada inicialmente en su veracidad.
Ello se desprende claramente del inciso primero del artículo 331, donde se refiere que la policía pondrá en conocimiento del fiscal la noticia del delito, indicándose que unido a ello referirá: los elementos esenciales del hecho, los elementos inicialmente recogidos y la actividad cumplida así como la documentación con que cuente. Obvio es que los requisitos exigidos no se podrían cumplir si no se hubiera desplegado la verificación inicial y sólo aquella, justifica que se agregue lo solicitado.
De ello desprendemos también que no toda noticia debe requerir verificación, puesto que pueden llegar a la policía, noticia cierta o sumamente creíble de la comisión de ilícitos y, por ende, no requiriendo verificaciones extra, la policía estaría obligada a poner ellas en conocimiento del fiscal.
Por otro lado, las noticias de ilícitos a las que se sumen actos de investigación o prueba preconstituida que sean fruto de intervenciones policiales, pesquisas o delitos flagrantes, se entiende que tales actividades (urgentes e inaplazables) se hayan podido realizar sin conocimiento del fiscal, de forma coherente a como ocurrió la acción policial.
Entendemos que el fiscal, en tales casos, estará en condiciones de calificar los hechos y los elementos de prueba recogidos.
De su propia institución
Puede ocurrir que antes de que las denuncias lleguen al Despacho fiscal, ocurra una calificación previa, sea en la mesa de partes o en una mesa especial de calificación y, por ende, al despacho fiscal llegarían sólo los expedientes relativos a determinados delitos, para ciertas actuaciones previas o para que prospere la denuncia u otra solución, tal como aplicaciones de criterios de oportunidad.
También puede ocurrir que los hechos sean derivados de una fiscalía que conoce ya determinados hechos y que no pudiera investigar otros, por lo que derivaría copias certificadas para que se investigue algún nuevo ilícito.
En estos casos, tenemos que los presuntos hechos ilícitos ya han sido objeto de un conocimiento, análisis y calificación, por lo que el fiscal tiene entre manos, una noticia cierta. Si bien no se elimina la facultad del fiscal de calificar y decidir lo que corresponde, si se requerirá una debida fundamentación para negar la calidad de ilícito penal que otros fiscales parecen aseverar.


6.
EL ROL DEL JUEZ DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA

Si bien el mismo nombre del juez de la investigación, específicamente lo deja fuera de las diligencias preliminares, la intervención del mismo igual acontece conforme a ley.
Así tenemos que explícitamente, en el tema del plazo de las diligencias preliminares, la norma refiere que sí el fiscal no acepta la solicitud de alguna de las partes, que sintiéndose afectada solicitara que se dé término a la investigación  preliminares y se dicte la disposición que corresponda, o si él mismo fijara un plazo irrazonable, se podrá acudir al juez de la investigación preparatoria (artículo 334º, inciso 2).
La norma, por igual faculta al agraviado, agente del ilícito o tercero civilmente responsable, Se ha establecido que, a partir del rechazo de la solicitud o del fijamiento del plazo no razonable, se tendrán cinco días para acudir al juez y éste llamará a audiencia para luego de la misma, resolver.
Pablo Talavera destaca que el juez de la investigación preparatoria debe garantizarle al imputado sus derechos durante las diligencias preliminares”, radicando la importancia de tal intervención en que podrá decidir que el Ministerio Público subsane cualquier omisión en que hubiera incurrido o dicte las medidas de corrección o de protección que correspondan (artículo 71º, inciso 4).
Así pues, el juez se convierte, durante la investigación preparatoria, en el último garante de los derechos de defensa del imputado de delito, los cuáles deben hacerse efectivos (artículo 71º) apenas es citado o detenido aquel. Así el derecho a conocer los cargos formulados, la causa de su detención, a ser asistido por un abogado o ser advertido del derecho a abstenerse de declarar, son derechos a ejercitar en el estadío inicial, cuya tutela ejercerá el juez.
Para estos efectos, la norma impone una solución inmediata, que requiere la movilización del juez, pues se menciona que aquel efectuará una previa constatación de los hechos, lo cual importa que se desplazaría a sede policial o fiscal, verificará las actas que se deberán levantar y deberá, también, efectuar una audiencia con intervención de las partes.
Como puede apreciarse, esos casos en que se darán las audiencias en las diligencias preliminares son casos excepcionales en que se manifiesta espacio para la contradicción, situándose el juez como tercero que resolverá.
El doctor Pablo Sánchez anota también que si bien el fiscal es el dueño y responsable de la indagación, cualquier medida cautelar o coercitiva durante la investigación preliminar requerirá el control y decisión judicial.
Entendemos que el agraviado también podría recurrir al juez de la investigación preparatoria para conseguir medidas de protección a las cuales tendría derecho por corresponderle los mismos derechos que amparan al imputado (artículo 71º inc. 4)
Por ende, no puede interpretarse que las medidas de protección acordadas para el agraviado (artículo 247º, inciso 1 y normas siguientes), sólo puedan acordarse a nivel de la investigación preparatoria, como refiere la norma, con desventaja y perjuicio posible del agraviado.
Lo único que impediría empezar a ofrecer la protección al agraviado, tal cual se acuerda al imputado, es que no aparezca claro el hecho ilícito ni la presunta vinculación del autor, puesto que ello impide que pueda prosperar la investigación del delito por no existir razón para el accionar persecutorio.

7. EVALUACIÓN INICIAL DEL HECHO
El fiscal que tiene ante sí la noticia cierta del delito, con una corroboración efectuada por autoridad; elementos de prueba entregados por la parte, prueba pre constituida trabajada por la policía nacional y actos de investigación, en general, debe efectuar lo siguiente:
a) Verificar si los hechos que se le alcanzan constituyen delito.
Ello posee el reto de examinar los dichos de las partes materiales y sus testigos, los vestigios materiales en su contexto, tratando de desembarazarse de la primera “verdad” por él conocida. Se tiene que eliminar las exageraciones y apreciaciones subjetivas por la situación de las personas.
b) Determinar el vínculo de presunta autoría
Interesa ver respecto quien es sindicado como autor del hecho sus vínculos concretos y sí son varias personas analizar sus grados de participación y la veracidad de la información que ellos ofrezcan, esto en el entendido que el “partícipe ausente” generalmente carga con toda la responsabilidad. Verificar la individualización y la identificación.
c) Estudiar la posibilidad de que la responsabilidad penal se encuentre extinguida conforme al hecho y tiempo transcurrido.
Ello supone averiguar sobre la prescripción del ejercicio de la acción penal.
d) Verificar si respecto la especie de delito de que se trate existen circunstancias especiales o particulares, conforme a una política criminal general o específica de la institución.
e) Calificar la presencia de confesión sincera, elementos claros de la comisión del ilícito, flagrancia delictiva y otras relevantes.
f) Verificar la alarma social despierta por el hecho ilícito, el daño causado y su inserción dentro de posibles eventos mayores de criminalidad. Analizar la complejidad de la investigación que deberá efectuarse, la existencia de elementos de prueba y sus posibilidades de recojo (viabilidad).
g) Considerar a la víctima y sus necesidades e interés en la represión del ilícito así como su colaboración.
A resultas de la evaluación señalada el fiscal podrá:
1)
Poner fin a la investigación.

Pablo Sánchez se expresa en los siguientes términos: “si no existen elementos de juicio sobre la existencia del delito, o ha prescrito o no se ha individualizado al imputado dispondrá el archivo de la investigación o denuncia.
En realidad poner fin a la investigación deberá constituirse en una actitud fiscal frecuente cuando no se cuente con elementos suficientes como para preveer la viabilidad de las investigaciones. Corresponde ahora que se asuma una calificación rigurosa y que no se generen actuaciones inútiles.
2) 
Ampliar la investigación
En el momento que califique los actuados el fiscal, podría encontrar que el hecho es delictuoso y que la posibilidad de ejercitar la acción penal no ha prescrito; sin embargo, podría advertir que falta la identificación del autor o participe, por lo que ordenará la actividad policial para satisfacer tal objeto (artículo 334º, inciso 3).
Se entiende que para cumplir los requisitos que permitan formalizar la investigación debería darse un plazo razonable, conforme a la naturaleza del ilícito de que se trate y a las dificultades para identificar al autor.
3)
Plantear soluciones alternativas
La vía de aplicar criterios de oportunidad así como acuerdos reparatorios o producir la aceleración del procedimiento (proceso inmediato o terminación anticipada) constituyen modos de terminar con el conflicto penal o conseguir celeridad en la etapa de investigación.
Los fines loables de conseguir soluciones mas o menos pacíficas, mediante el diálogo y la reparación al agraviado, a la vez que descongestionar la carga procesal o disminuir la judicialización de causas, debe llevar a conocer profundamente estas alternativas.
4)  Formalizar la investigación
La formalización de la denuncia devendrá de modo natural y obligatorio “si aparecen indicios que revelen la existencia del delito, se ha individualizado al imputado, la acción no ha prescrito y se han satisfecho los requisitos de procedibilidad”.
Entendiendo que las diligencias preliminares de investigación fueron necesarias, sea a través de la policía, cuyos actuados se remiten mediante el informe policial, o en razón de las verificaciones personales que realizó el fiscal, convenciéndose de lo mismo, procederá luego que disponga la formalización y continuación (de ser el caso) de la investigación preparatoria .
Los requisitos de la formalización imponen la necesidad de conocer el nombre completo del imputado, lo que quiere decir que sin conocer aquél no prosperará tal disposición. Igualmente el fiscal está obligado a exponer los hechos, cuya trascendencia, como se sabe, radica en que éstos últimos vinculan necesariamente al ente jurisdiccional.
También se requiere que el fiscal efectúe una tipificación específica. Lo cierto es que el fiscal está sometido al principio de adecuada tipificación de los hechos. Ahora bien, lo cierto es que el juez podrá, en su momento, tipificar los hechos también conforme a ley, pues se halla sometido al mismo principio, en razón del principio de legalidad.
La norma ha creado una posibilidad excepcional, y ella es que el fiscal, puede consignar tipificaciones alternativas respecto al hecho objeto de investigación, teniendo la obligación de referir los motivos de tal calificación. Esta norma en realidad previo del proyecto Huanchaco, cuyo principal ponente fue el doctor Florencio Mixán.
Para el doctor Mixán, así se solucionaba un problema que, en los casos concretos, se suscita y cuya complejidad no puede atribuirse al desconocimiento del fiscal, siendo tal que algunos vestigios materiales así como testimonios en razón de los cuales se pretende reconstruir el hecho ilícito, resultan confusos, por permitir identificar hasta dos delitos a la vez.
Por ello es que, para evitar dilaciones y conflictos procedimentales en el futuro, el doctor Mixán consideró posible que se investigue por ambos ilícitos, para descartar, posteriormente, uno de ellos y que prospere el que corresponda.
Por otro lado, la norma no obliga a que se conozca el nombre del agraviado y refiere, por ello, que se registrará aquél de ser posible.
8. OBJETIVOS EN LAS DILIGENCIAS PRELIMINARES
La investigación preliminar o diligencias preliminares poseen objetivos concretos que se distinguen de los objetivos de la investigación del delito (investigación preparatoria). La realización de estas, apenas constituirán un esclarecimiento elemental con objetivos modestos y básicos. Si la conformación del hecho y sus vestigios materiales ofrecen mucho mas, ello será simplemente accidental.
De lo que se tratará también, según los casos, es de asegurar tempranamente el hábeas delicti, que puede componerse de hábeas criminis (aquello sobre lo cual recayó la actividad delictiva), hábeas instromentorum (medios usados para cometerlo) y hábeas probatorum (pruebas aptas para acreditar el hecho). Esto último se presentará siempre como un hecho fundamentalmente circunstancial, conforme a la naturaleza del ilícito penal.
a.
Comprobación del hecho delictuoso
Cuando se habla de la noticia criminis, en el entendido que no se observa la comisión delictiva (como en la fragancia), se recepciona una referencia de que se ha producido un suceso, un hecho ocurrido en un estadío del pasado, más o menos próximo, que se presume obra de un ser humano y que reviste caracteres de ilícito penal (conducta reprochable y sancionable penalmente).
Por ende, la primera idea que surge es verificar la certitud del hecho denunciado, entendiéndose que, paralelamente, se verá también su relevancia penal. El primer objetivo, entonces, de las diligencias preliminares, es la constatación sensorial de la real producción del hecho, lo cual según los casos, requiere un mínimo de experiencia.
Entendemos que cuando la norma indica que la policía debe poner en conocimiento del Ministerio Público, tan pronto tenga noticia de la comisión de un delito (artículo 331º, inciso1º), se refiere a noticia cierta, esto es la que también se registra en el artículo 336º, inciso 1º, y que puede determinar a que el fiscal disponga la formalización de la investigación preparatoria.
Lo dicho requiere decir que la experiencia policial decantará lo verosímil de lo que no lo es o se efectuará la constatación elemental antes de comunicarse con el fiscal, puesto que es obvio que al Ministerio Público y a cada fiscal concreto, le sería contraproducente recibir informaciones no verificadas que podrían ser noticias falsas, bromas pesadas, confusiones, denuncias maliciosas, etc…, que congestionarían los medios de comunicación sin ninguna ganancia concreta.

b.
Aseguramiento de materiales
Un segundo objetivo de las actuaciones preliminares es, ya en el lugar del hecho, verificar la existencia de residuos o vestigios materiales del hecho ilícito de modo que, según los casos, se les resguarde, proteja, aísle o recoja (iniciando la cadena de custodia) para efectos de utilizarles posteriormente para demostrar el hecho, descubrir los vínculos con el actor y estudiarles para verificar su calidad probatoria.
El detalle de las acciones que de inmediato debería efectuar la policía, aparece en el artículo 68º del Código, apreciándose que, según los objetos de que se trate, y cuya naturaleza podría alterarse o sufrir grave deterioro que la invalidaría, para efectos persecutorios o probatorios, la policía estará obligada a asegurarles del modo más conveniente.
Si este aseguramiento, está conceptuado como diligencias preliminares, y también como actos urgentes o inaplazables, ello mismo significa reconocer su calidad de actuaciones policiales urgentes que deben efectuarse inmediatamente y evitar perder elementos materiales imprescindibles, útiles para orientar la persecución. Las posibilidades de efectuar bien todo esto, va de la mano con la actuación de policías especializados en criminalística o en técnicas de investigación criminal.

d. Individualización del involucrado
Otra tarea que se encarga a las diligencias preliminares policiales es elementalmente obtener la individualización del agente del ilícito y esto ciertamente será mas o menos fácil, según el hecho. Aparecerá fácil en ciertos casos, como cuando se cuenta con videos: en un banco, en un casino o tienda comercial o ante el cajero automático o ciertas empresas o negocios, fácilmente podría haberse individualizado al asaltante.
Individualizar quiere decir que se registra la imagen del agente con sus características fisonómicas de modo que se le reconoce y se sabe que el autor es él y no otra persona, aunque se ignore su nombre y generales de ley, que es el paso próximo, o sea la identificación y que se corresponde con las investigaciones preparatorias.
El objetivo de individualizar también se podrá cumplir con algunas declaraciones de testigos, puesto que con preguntas pertinentes, podría llegar a obtenerse un material valioso, tal como cuando se pregunta por alguna marca o seña en el rostro o cuerpo característica de esa persona, tal cual una herida notable, cicatriz, lunar, malformación, modo de hablar, defectos físicos diversos, etc.
La persona estará individualizada en tanto de los testimonios aparezca la corroboración de una seña, elemento particular que coincida en los testimonios. A partir de ellos se podrá diferenciar a otras personas.
9.
EL INFORME POLICIAL
Apenas efectuadas las diligencias preliminares, la policía esta obligada a presentar una comunicación que debe efectuarse por la vía más rápida; pero, que formalmente debe efectuarse también por escrito (artículo 331º, inciso 1).
La norma indica además que “la policía, en todos los casos en que intervenga elevará al fiscal un informe policial” (artículo 332º, inciso 1). Se entiende entonces que, la policía, siempre que las circunstancias y las normas lo ameriten, deberá remitir un informe, que deberá ser calificado por el fiscal.
Cuando la norma se refiere a “todos los casos en que intervenga” se entiende que se refiere a noticias críminis relevantes puestas en su conocimiento que determinan acciones policiales persecutorias y particularmente investigativas del ilícito. De ello se desprende que podrá haber diversos informes policiales según los avances efectuados y los requerimientos que se hagan.
Así es que consideramos que habrán informes iniciales, (a nivel de la investigación preliminar) otros que pueden verse como provisionales y los informes finales, aunque podrían efectuarse también los ampliatorios (luego de los finales); por ello, estamos de acuerdo en que: “Las investigaciones incluyen la tarea de obtener y evaluar la información, no importa el tipo o propósito final de las mismas”.
Ahora bien, la labor policial de investigación que se reflejará en el informe tiene tres objetivos fundamentales:
a) Probar o, en su caso, desvirtuar, la veracidad de las circunstancias conocidas por medio de la notitia criminis.
b) Probar o, en su caso, desvirtuar, la materialidad de la infracción penal (ocurrencia fáctica y encuadre legal).
c) Probar o, en su caso, desvirtuar, la culpabilidad de determinadas personas

Sin embargo si analizamos la norma podemos señalar que la policia esta obligada a realizar los siguientes informes:

-
Informe Inicial
La norma se refiere a una comunicación inicial que debe efectuar la policía al Ministerio Público, respecto el ilícito penal que conozca y, por cierto, bastaría que se efectuara verbalmente o de cualquier modo, si no fuera porque se exige que ello se realice también por escrito (artículo 331º, inciso 1º).
Ahora bien, no es solamente que se requiere el documento escrito si no que la norma indica, también, el contenido mínimo de aquella primera comunicación: elementos esenciales del hecho, elementos recogidos, actividad cumplida y los documentos (se entiende actos policiales y recaudos) que pudieran existir; sin embargo, resulta claro que este informe tendrá como base las horas iniciales de investigación.
La obligación inicial de presentar este informe, con los requisitos exigidos, es precisamente lo que nos refuerza en comprender que la noticia criminis que debe entregar la policía al fiscal, no es solamente la información que llegue a oídos de la policía, si no una información con un mínimo de labor policial funcional desarrollada, esto es una noticia cierta de la comisión de un ilícito penal.
-
Informe Avanzado
Se entiende que un informe de este tipo se encuentra a medio camino, luego de un informe inicial (mayor contenido y menos que un informe final). Un informe de este tipo contendría básicamente las investigaciones desarrolladas con posterioridad al informe inicial (artículo 331º, inciso 2) y puede pertenecer al plazo final de las investigaciones preliminares.
Típicamente, un informe de este tipo, contendrá las diligencias y los resultados de pericias que requieran mayor tiempo y elaboración (artículo 68º) y las declaraciones de las personas citadas, lo cual se hará (intentos) hasta por tres veces (artículo 331º, inciso 3).
También se registrarían las acciones y diligencias efectuadas ya bajo la orientación del fiscal, lo que raramente ocurriría en el primer informe (inicial). Por ende, también podrían efectuarse solicitudes policiales de participación fiscal y/o judicial (prueba anticipada), de otras diligencias o de fijación de un plazo mayor a 20 días para efectuar mayores investigaciones consideradas indispensables.
Se entiende que los informes iniciales, y con mayor razón los avanzados, pueden servir para formalizar el inicio de la investigación preparatoria (artículo 336º, inciso 1).
Contenido del Informe Policial
En la función policial de investigación del delito, el informe es la labor final del investigador. Se trata de un documento técnico donde se resume las actividades de investigación efectuadas y se ofrece un análisis de lo conseguido, para la calificación de la autoridad que corresponda.
El obtener información y evacuar un informe constituye el objeto de la actividad de investigación efectuada por la policía. Por ello se dice: “en el trabajo de investigación policíaca la mejor labor puede resultar inútil si no se redacta oportunamente un informe adecuado y si no se puede hacer llegar a quienes corresponda.
La ley indica el contenido que debe tener el informe policial al requerir lo siguiente: los antecedentes que motivaron la intervención, la relación de las diligencias efectuadas y el análisis de los hechos investigados (Artículo 332, inciso 2). La norma expresa una prohibición y tal es que la policía no debe calificar jurídicamente los hechos ni tampoco deberá imputar responsabilidades.
La norma no indica que el policía no debe pensar ni considerar que el hecho respecto el cual despliega su actividad sea delictuoso. Por el contrario, sólo tal consideración objetiva, basada en la realidad y constatada por él, legitima su actuación inicial. Lo que sucede no es que no deba dar y tener por cierto ello, sino que debe tener sumo cuidado de no referirlo en el documento que emita finalmente para el fiscal, de modo que aquel no queda tipificado o subsumido en alguna norma penal específica.
Lo que la norma requiere son simples constataciones de los hechos registradas en actas, de modo pormenorizado y ciertamente encaminadas a verificar la realización del hecho y tendiente, también, a individualizar a su presunto autor.
Sin embargo, respecto al último tema, no se quiere que el policía atribuya responsabilidad presunta. El señalamiento, deberá surgir y hacerse claro, en todo caso, a partir de las actuaciones o diligencias policiales; pero en ningún caso deberá quedar ello explícitamente referido, como opinión de la policía. Esto es que tal conclusión debe aparecer como resultado de la apreciación objetiva de las actuaciones.
En realidad existe jurisprudencia en que se da por sentado que la calificación jurídica de los hechos no es competencia de la policía, por lo cual se advierte que si bien hoy se realiza, ello mismo constituye una práctica sin ningún respaldo legal.
10 DIFERENCIAS ENTRE INVESTIGACION PRELIMINAR Y PREPARATORIA
a.
La investigación preliminar se presentan históricamente y de modo natural como actuaciones oficiosas de la policía y, excepcionalmente, pudieran constituir acciones del Ministerio Público con un carácter pre-procesal penal. La investigación preparatoria constituye siempre el estadio inicial formal del proceso penal, bajo disposición y necesaria conducción fiscal.
b. La investigación preliminar o diligencias preliminares tienen como finalidad básica y fundamental constatar mediante la percepción de los sentidos si han tenido lugar o no los hechos materia de conocimiento, así como su delictuosidad. La investigación preparatoria tiene como finalidad reunir elementos de convicción (actos de investigación) en relación a una conducta incriminada.
c. A resultas de la investigaciòn preliminar diligencias preliminares podrá calificar el fiscal los actuados y podrá disponer la formalización de la investigación preparatoria, mientras que a resultas de la investigación preparatoria el fiscal podrá decidir si tiene un caso y si presenta la acusación fiscal.
d. La Investigación preliminar constituyen indagaciones respecto a los hechos materia de conocimiento y pretenderán individualizar al presunto autor de aquel; mientras que la investigación preparatoria se orienta a la responsabilidad e identificación del presunto autor.
e. La investigación preliminar, en tanto ejercicio de descarte del hecho presuntamente delictuoso o no, no se constituye necesariamente por actos de investigación en sí mismos. La investigación preparatoria, en cambio se constituye por una suma de actos de investigación que tienen como objeto responder a preguntas sustanciales sobre la comisión del ilícito.
f. Las diligencias preliminares el accionar debe ser rápido y, como bien puede advertirse, elemental en relación a verificar la producción del hecho con características de delito, por ello es que estructuralmente no ofrece espacio para el descargo; la investigación preliminar, por el contrario, se estructura previamente para indagar también los elementos de descargo (Artículo IV, inciso 2), en lo cual se advierte espacio para la contradicción, en favor de la defensa.
g. El accionar policial en las diligencias preliminares aparece determinado por la urgencia, dado el peligro que puede significar la demora en tal situación. Sólo de presentarse una situación propicia se tratará de asegurar los elementos materiales de la comisión delictiva y a las personas involucradas en su comisión (Artículo 330, inciso 2), así como de impedir que el delito produzca consecuencias ulteriores (Artículo 330, inciso 3). Aquí funciona el principio de inmediatez. La investigación preparatoria constituye una actividad que no se fundamenta sobre la urgencia y la inmediatez, si no en la rigurosidad de las actuaciones, existiendo mayor tiempo para su desarrollo, y sus finalidades se corresponden con tal tiempo.
h. El plazo natural de las diligencias preliminares es de 20 días, aunque en casos complejos el fiscal podrá ampliar su plazo (Artículo 334, inciso 2); que no lo señala pero por doctrina corresponde un plazo igual al de la investigación preparatoria. Esta se extenderá por un plazo natural de 120 días naturales (Artículo 342, inciso 1), que también podrá ser ampliado cuando lo amerite.
i. Las investigaciones efectuadas en el lapso de tiempo determinado para las diligencias preliminares, en el caso de que no tengan fruto positivo, podrán ser archivadas por el fiscal, sin intervención ni control judicial (artículo 334º, inciso 1). En el caso de la investigación preparatoria, el archivo de ésta requiere necesariamente la intervención judicial (artículo 339º, inciso 2).
j. La realización de las diligencias preliminares, aún cuando fueran actuaciones fiscales, no suspenden el curso de la prescripción de la acción penal. A partir de la disposición de formalización de la investigación preparatoria se suspende el curso de la prescripción de la acción penal.
11. PLAZO DE LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR
La norma ha establecido que el plazo de la investigación preliminar es de 20 días (artículo 334º, inciso 2); pero, seguidamente, se dice: “salvo que se produzca la detención de una persona”, lo cual nos remite a 24 horas para entregar el informe policial, salvo en los casos excepcionales (TID, TERRORISMO, TRAICION A LA PATRIA) que se conceden hasta 15 días.
Además se refiere que el fiscal podrá fijar un plazo distinto, conforme a las características, complejidad y circunstancias de los hechos objeto de investigación, dejándose en libertad al fiscal, para la dación del plazo. En todo caso, el límite será la razonabilidad del mismo, defendible en una posible fundamentación.
Quizá sea una desventaja el plazo de los 20 días, que constituye una medida, respecto el modelo chileno, en que la investigación preliminar no tiene plazo predeterminado para concluir. Los autores expresan que en compensación, tal investigación unilateral y reservada, no puede afectar los derechos constitucionales y legales de las personas ni adoptar medidas que los vulneren. Para realizar tales diligencias deberán formalizar la investigación, sin embargo existe ya un pronunciamiento del Tribunal Constitucional que el plazo se puede prorrogar hasta por un máximo de 120 o 180 dependiendo de la complejidad del caso.

Para Pablo Sánchez, sostiene que la idea que persigue el plazo es que “se proceda de inmediato a la recepción de declaraciones, práctica de pericias, pesquisas policiales y demás diligencias complementaras en dicho plazo” que se computa desde el momento en que el fiscal da inicio a la investigación preliminar.
ASPECTOS GENERALES DE ITC EN LA DILIGENCIAS PRELIMINARES O INVESTIGACION PRELIMINAR.


La Policía Nacional al tomar conocimiento de la ocurrencia de un hecho con apariencia delictiva, ya sea por noticia criminal directa del agraviado, por terceras personas o por los medios de comunicación, o en situación de flagrante delito o por disposición expresa del Ministerio Público; en su función de investigación del delito, tiene el deber funcional de concurrir a la escena del delito, y en orden de prelación lógica en el tiempo, los actos de investigación que lleva a cabo, esta dado primero por la Policía local, quienes son los primeros que generalmente llegan al lugar de los hechos y realizan la inspección técnico policial (ITP) en la escena del delito - que consiste en comprobar si los hechos ameritan investigación policial, así como también, el determinar el ámbito o la magnitud de la escena del delito para su procesamiento-, para a su vez, solicitar el apoyo del personal especializado en Inspección Técnico Criminalístico (ITC) y poner en conocimiento del hecho delictivo al Ministerio Público para que asuma la dirección de la investigación criminal. Pero, la investigación en la escena del crimen para ser exitosa, tiene que ser llevada a cabo respetando los cuatro principios básicos de la investigación criminalística, a saber, el: “Principio de Intercambio”, “Principio de Correspondencia de Características”, “Principio de Probabilidad”, y “Principio de Reconstrucción de Fenómenos o Hechos.”

El primero, formulado por Edmond Locard, al constatar el hecho innegable de que: “No hay delincuente que no deje tras de sí alguna huella aprovechable”, es decir, como bien observo este sabio francés que, cuando se cometía un delito, había un choque inevitable de elementos contrarios, el cual necesariamente producía un intercambio de indicios materiales o evidencias físicas entre el autor del hecho, el sitio del suceso, la víctima y el medio o instrumento empleado en la comisión del acto delictivo; el segundo, nos permite deducir siempre que encontremos una correspondencia de características, después de haber realizado un cotejo que dos proyectiles fueron disparados por una misma arma; que dos impresiones digitales son de la misma persona, etc.; el tercero, nos permite inferir, mediante el examen e interpretación  conjunta de los indicios encontrados en el lugar de los hechos, la forma en que se desarrollaron éstos; y el cuarto, que es principalmente de orden cuantitativo y en el que domina el problema del paso de la similitud de los efectos a la identidad de las causas, todo reside según Ceccaldi, en la estadística.

En ese sentido, el personal policial que acude primero a la escena del crimen, entre los primeros actos que debe realizar como mínimo, esta, entre otros:

1.- 
El llegar a la escena lo más pronto posible y registrar el tiempo exacto de su arribo.

2.-
El ingresar inmediatamente a la escena, usando una ruta segura y anotar la trayectoria seguida.

3.- 
El verificar si existen sobrevivientes para prestarles los primeros auxilios.

4.- 
El asegurar y definir la escena completa, y determinar y anotar todas las vías de acceso y salida.

5.- 
El aislar el perímetro con algún tipo de barrera o cualquier material que para ese efecto cuente.

6.- 
El determinar si existe algún tipo de evidencia, de ser así, tomar el control de su condición, sin tocar, mover, alterar o sustraer vestigios, huellas, objetos, instrumentos o cadáveres, o cualquier otra evidencia de la escena. 

7.- 
El realizar un estudio inicial del área, desarrollando una imagen mental para asegurar la preservación de la escena del crimen.

8.-
El registrar los nombres, direcciones, edad, números telefónicos, etc. De todas las personas presentes., y

9.-
El Permanecer en la escena del crimen, hasta el final de la inspección.

Es decir, el personal policial que acude primero al lugar de la ocurrencia hechos denunciados, de entre las acciones inmediatas que debe realizar, esta la importante labor de aislar y proteger la escena del crimen, con la finalidad de lograr la intangibilidad y conservación de la escena, que consiste en: La clasificación y desarrollo del procedimiento investigación llevado acabo por la Policía, corresponde en gran porcentaje a lo señalado en la “Cartilla de Procedimientos Policiales en la   Escena del Delito”.
Al respecto el profesor Juan Garrido Romero, precisa que la protección de la escena del crimen persigue dos finalidades: la primera, lograr la intangibilidad de la escena a “(…) proteger totalmente la escena del crimen hasta que se hagan presentes los encargados de practicar la investigación especializada e Inspección Criminalística, con la finalidad de conservar y mantener el lugar sin cambio alguno, sin que nada sea tocado ni movido, y evitar el acceso de personas no autorizadas que puedan destruir, alterar, aumentar o extraer intencional o inadvertidamente las evidencias fundamentales para el esclarecimiento de los hechos”. Por su parte el encargado de la investigación (pesquisa), tiene como importante labor, de:

1.- 
Realizar la apertura de un acta de la escena del crimen para anotar a todos aquellos que ingresen en la escena del crimen

2.- 
El entrevistar a los testigos presentes que hubieren.

3.- 
Notificar a la oficina de peritos en Criminalística y al representante del Ministerio Público

4.- 
El registrar el tiempo exacto de arribo a la escena del crimen

5.- 
El sondear y tomar nota de los que observe en el área circundante a la escena.

6.- 
El entrevistar al primer policía que llego para determinar la secuencia de los eventos.

7.- 
El registrar la ubicación y descripción del cuerpo incluyendo las prendas de vestir.

En ese sentido, cuando los agentes especializados en Inspección Técnico Criminalística llegan a la escena del delito, deben tomar contacto con el personal responsable de la protección, él mismo que informara sobre los hechos comprobados, consignas impartidas, providencias iniciales y demás novedades que le sean de utilidad. Asimismo, realizara un estudio, tratando de grabar la mayor cantidad de detalles del área, para lo cual debe fijar mentalmente la ubicación de las víctimas, si las hubieran y la disposición de los objetos, antes de empezar la ITC.

Asimismo el personal de peritos y especialistas en análisis de escenas del crimen, tienen como labor, de:
1.-  Realizar la fijación de la escena del delito, mediante fotografías, videos, etc.

2.- 
El realizar el planeamiento estratégico del trabajo en la escena del crimen en base a los datos preliminares del investigador, procurando el menor número posible de personas en la escena del crimen.

3.- 
Localizar los indicios en la escena del delito, para lo cual deberá desarrollarse con sumo cuidado y será de manera sistemática y ordenada, eligiendo el método más adecuado (cuadrantes, espiral, peine, punto a punto, etc.), según las características físicas del lugar y dimensiones, etc.

4.- Levantamiento de planos a escala de la escena (planimetría), indicando la ubicación de cada uno de las evidencias o ángulos rectos, según se a el caso, así como la indicación de los puntos de perennización fotográfica, tanto panorámico.

5.
Recolección de los indicios o evidencias en la escena del crimen, con la técnica adecuada, dependiendo de la naturaleza del indicio y evitando la sobre manipulación, para no contaminar la evidencia física, consecuencia de la acción humana que pueda alterar, destruir, aumentar o sustraer la evidencias; y la segunda, conservar la escena del crimen de la acción del clima que pueda alterar o destruir los indicios y evidencias.

6.
El embalaje y rotulado de los indicios o evidencias y envió al laboratorio es importante, para lo cual cada muestra tener su envoltorio de primer uso, por separado y que este debe ser el adecuado para cada tipo de indicio o evidencia física y este deberá contar con la siguiente información:

- 
Número o código del caso que se investiga.

- 
Tipo y número de indicio de ubicación en la escena del delito.

- 
Características del indicio.

- 
Fecha de la intervención.

- 
Área a la que se remite y estudio solicitado.

- 
Nombre y firma del perito que recogió la evidencia.

Es así, que el ingreso a la escena del delito se circunscribe solo al personal autorizado; por lo que el personal especializado en ITC, antes de ingresar a la escena deberá disponer se tomen fotografías del lugar de los hechos (acercamiento de las vías de acceso), luego de la escena desde diferentes ángulos, así como de los indicios y evidencias que serán ubicados en el lugar que le corresponden dentro de un croquis levantado en el acto.

El estudio de la escena o lugar de los hechos comprende un aborde racional, sistemático y lo más completo posible de la escena, de los indicios, huellas o micro huellas, así como el adecuado traslado de estas muestras. Termina la Inspección Técnico Criminalística con el cierre de la escena
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DENUNCIA Y ACTOS INICIALES DE LA 

INVESTIGACIÓN

DENUNCIA

(Escrita –Oral)

P.N.P.

INFORME POLICIAL 

(No calificación jurídica)

DILIGENCIAS 

PRELIMINARES 

DE 

INVESTIGACIÓN

20 días

De parte

CONTENIDO 

Identidad del denunciante

Narración detallada y veraz de los hechos

Individualización del presunto responsable

OBLIGADOS A DENUNCIAR

• Cualquier persona (Acción penal pública)

• Mandato de ley (Profesionales de la salud, 

educadores, funcionarios)

NO OBLIGADOS A DENUNCIAR

• Cónyuge  y parientes 4to grado de 

consaguinidad y 2do de afinidad

• Conocimiento del hecho amparado por 

secreto profesional

FISCAL PROVINCIAL

De oficio Denunciantes

Juez

Audiencia por

Plazo irrazonable 


C.
BASE LEGAL

-
Constitución Política del Perú.

-
Nuevo Código Procesal Penal


-
Ley Orgánica del Ministerio Público.

-
Ley de la PNP 27338 y su Reglamento

A. DEFINICIÓN DE TÉRMINOS
-
Abogado de Oficio: Es aquel que ejerciendo libremente su profesión recibe un nombramiento de oficio de parte de la autoridad judicial de conformidad con la Ley, para realizar una función o tarea determinada.
-
Acción: Es la facultad que tiene la persona para ejercer su derecho para presentar una denuncia.

-
Acto:
Es una función orgánica y mutual en su intervención con el medio y que se puede ser consciente o inconsciente.

-
Atribución: Arrogación, adjudicación, imputación o asignación de una competencia. Facultades inherentes al cargo, empleo o función que desempeña una persona.
-
Carga de la Prueba: La carga de la prueba corresponde a quien acusa. El denunciado no tiene nada que probar.

-
Control: Inspección, vigilancia que se ejerce sobre personas o cosas.

-
Eficiencia:
virtud y facultad para lograr un efecto determinado.

-
Eficacia: virtud, actividad, fuerza y poder para obrar.

-
Etapa probatoria: Fase de un proceso mediante el cual se trata de probar la responsabilidad del acusado  o denunciado.
-
Hecho ilícito:  Una injuria o perjuicio causado sin derecho, o con culpa, aùn la mas leve.
-
Habeas delicti: son los requisitos que se deben de contar para formalizar una denuncia.
-
Habeas criminis: aquello que se carga la actividad delictiva)
-
Habeas instromentorum.- medio o cuerpo del delito.

-
Habeas probatorium.- pruebas para acreditar el hecho.

-
Individualización del autor.- determinar la responsabilidad de determinada persona en un hecho delictivo o criminoso.

-
Involucrado.- persona comprometida en hecho criminal.
-
Principio procesal.- Criterios fundamentales informadores de nuestra legislación que se deducen por Ley .
-
Titular: El fiscal es el único que puede o no presentar la denuncia ante el Juez.

CAPÍTULO III

Análisis
A. Durante la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal (Decreto Legislativo Nº 957 – Publicado en el Diario Oficial “El Peruano” el 29JUL2004) en el Distrito Judicial La Libertad, y con respecto a la adecuación al nuevo modelo, todos los operadores del nuevo sistema procesal penal (Poder Judicial, Ministerio Público,  Defensoria de Oficio) a excepción de la Policía Nacional, efectuaron modificaciones orgánicas en la estructura de sus respectivas organizaciones, con la finalidad de ir adecuándose al nuevo sistema.

B. Hasta el 1 de abril del 2007, fecha en que entró en vigencia el nuevo modelo procesal penal en el Distrito Judicial de La Libertad, ninguna de las Comisiones formadas para la implementación del Código Procesal Penal, ni ministerios, aportaron con algún módulo de capacitación, separata, directiva, conferencia, exposición, absolutamente nada, con respecto a la Policía Nacional, para adecuación, implementación y nuevo rol que deben asumir en la implementación del Código Procesal Penal que dejaría de lado el modelo inquisitivo para entrar al modelo acusatorio, nada nuevo en el panorama judicial, porque ya existen experiencias en otros países , existiendo amplios debates y cuestionamientos a este nuevo modelo.
C. El punto de partida para analizar el tema de la investigación del delito se ubica en las disposiciones de la Constitución Política del Estado que regulan el régimen de competencias de los órganos estatales encargados del control penal. La revisión constitucional es central por ser la Constitución la norma de mayor jerarquía que regula el régimen de organización del Estado y delimita las competencias de los diferentes órganos así como las principales atribuciones y facultades de sus funcionarios. Para conservar la unidad del sistema jurídico, las normas de inferior rango deben guardar coherencia con las previsiones de la Constitución. En caso contrario, dichas normas deben ser declaradas inconstitucionales.

D. En el específico campo de la investigación de las conductas infractoras de la ley penal, la Constitución del Estado entrega el protagonismo a dos instituciones estatales: el Ministerio Público y la Policía Nacional. Al Ministerio Público le encarga la conducción de la investigación del delito y dispone la obligación a cargo de la Policía Nacional de cumplir los mandatos de este Ministerio en el ámbito de su función (artículo 159, numeral 4). Ello quiere decir que según la Carta Política, la entidad responsable de conducir o dirigir la investigación de las conductas criminales es el Ministerio Público con la participación especializada de la Policía Nacional.

E.  Sin embargo, no debe interpretarse dicha norma como si dijera que la Policía Nacional no tiene competencia para investigar el delito y que los fiscales deban realizar por sí mismos todas las tareas de investigación o que deban ellos mismos practicar todas las pericias y diligencias en orden al recojo de evidencias que vinculan a un sospechoso con un determinado evento delictivo. Se trata de tareas que recaen, esencialmente, en la policía a través de sus órganos especializados en investigación del delito y, dependiendo del caso, en estrecha articulación con las unidades especializadas.

F. Lo que la Constitución entrega al Ministerio Público es una atribución de dirección o conducción jurídica de la investigación con la finalidad de orientar el recojo de la evidencia relevante para dar forma a un caso que pueda ser llevado de manera exitosa ante los tribunales. Ello es así porque también conforme a la Constitución, corresponde al Ministerio Público ejercer la acción penal ante los órganos jurisdiccionales (artículo 159, numeral 5).
G. En cuanto a la Policía Nacional, la Constitución le asigna un conjunto de competencias en el campo del orden público. Dentro de esas competencias se señala de manera explícita que es función de la Policía Nacional garantizar, mantener y restablecer el orden interno así como prevenir, investigar y combatir la delincuencia (artículo 166). Asimismo, en los supuestos de delito flagrante, la Constitución autoriza a la Policía Nacional para que, de oficio y sin orden judicial, ingrese y registre domicilios privados (artículo 2, numeral 9); y, en flagrancia también, pueda efectuar detenciones de personas (artículo 2, numeral 24, literal f, respectivamente). Se trata, en efecto, de medidas restrictivas de derechos practicadas de oficio y sin que medie orden del juez con la finalidad de asegurar la eficacia de la persecución penal del Estado.
H. A la luz de estas disposiciones constitucionales, los policías son los garantes del mantenimiento del orden público a través de la prevención e investigación del delito, y a los fiscales como los conductores jurídicos de la investigación del delito para asegurar una eficaz persecución penal del Estado. Es evidente que cumplen funciones que se complementan mutuamente. De ambas instituciones depende la eficacia de la persecución del delito y, en último análisis, de ellos también depende la seguridad de la ciudadanía. 

I. Es a partir de estos contenidos constitucionales que el nuevo Código Procesal Penal (Decreto Legislativo Nº 957) desarrolla con mayor nivel de detalle las competencias y atribuciones tanto del Ministerio Público como de la Policía Nacional en materia de investigación del delito. Así, a la luz de la Constitución, dispone el Código en su Título Preliminar (artículo IV) que el Ministerio Público es el titular de la acción penal y tiene la carga de la prueba en juicio. Por esta razón conduce y controla jurídicamente los actos de investigación realizados por la Policía Nacional. En esta misma dirección, el Código precisa que la finalidad de los actos de investigación será obtener los elementos de convicción para acreditar los hechos delictivos e identificar a los presuntos autores y partícipes, correspondiendo al fiscal decidir la estrategia que corresponda al caso (artículo 65, 1).
J. El Código busca equilibrar los roles del fiscal y de la policía para asegurar una adecuada y eficaz persecución del delito. Esto significa que el rol de conducción a cargo del fiscal no puede, en modo alguno, impedir el rol de control del orden interno de la policía y su consecuente actuación oportuna cuando por iniciativa propia toma conocimiento de la comisión de un delito. La única condición que exige es que dé cuenta al Ministerio Público. En este orden de ideas, se autoriza a los efectivos policiales a practicar de oficio diligencias de urgencia que permitan la individualización de los autores del hecho punible y el recojo y/o aseguramiento de las evidencias relacionadas con el evento criminal (artículo 67, 1).
K. En esta perspectiva de equilibrar los roles y de dotar de eficacia a la persecución del crimen, el Código desarrolla un conjunto importante de potestades de investigación a cargo de la Policía bajo la conducción fiscal (artículo 68) como son, entre otras, recibir y asentar denuncias, vigilar y proteger el lugar de los hechos, practicar el registro de personas, recoger y conservar los objetos e instrumentos relacionados al delito, recibir declaraciones de quienes hayan presenciado el evento delictivo, etc. 

L. Debido a que el sistema jurídico no puede permitir antinomias y, además, porque tanto el texto de la Constitución como el del Código Procesal son claros en la materia, no estamos frente a dos instituciones con competencias en conflicto. La Policía Nacional siempre y en todos los casos estará investida del poder que le confiere la Constitución de investigar el delito. El Ministerio Público, por su parte, tiene el deber de cumplir el mandato constitucional de conducir jurídicamente esa investigación con la finalidad de ejercer la acción penal ante el Poder Judicial. 

M. Es claro que sólo habrá éxito en la posterior entrega del caso al Poder Judicial (condena del responsable) si la investigación a cargo de la policía bajo la conducción del fiscal se  realizó de manera impecable, conforme a reglas y procedimientos adecuados y, sobre todo, en un contexto de mutua colaboración entre los operadores policiales y fiscales.
N. En otras palabras lo que señala el Código Procesal Penal que el responsable desde el punto de vista jurídico es el Fiscal por cuanto en base a sus atribuciones va a determinar si un determinado caso reúne los requisitos mínimos legales para presentarlo ante el Juez de la Investigación preparatoria; mientras que la Policía se encargaría desde el punto de vista operativo de conseguir los indicios, evidencias necesarios  para que ambos tengan el éxito de investigación de un determinado hecho criminal. 

O. Desde su vigencia del nuevo código procesal penal, se vive una especie de desconfianza colectiva interinstitucional  toda vez que en un primer momento el Fiscal con ese poder que cree tener de ser el amo y señor de la dirección de la investigación “absorbe” todos los casos como ocurrió en los tres primeros meses de su ejecución (Abril, Mayo, Junio) en donde una vez que había “almacenado” tantos expedientes no sabía que hacer y comenzó a devolver o derivar casos a la Policía para que lo “ayude” en su tarea sin tener en cuenta que la investigación de un determinado caso requiere que se realice con inmediatez, prontitud, celeridad a fin de recabar o recoger la mayor cantidad de información posible situación que nos va a permitir poder demostrar la responsabilidad de los autores de un determinado hecho criminal, al mismo tiempo el excesivo celo, salvo excepciones de los Fiscales que quieren participar en todas las diligencias que realiza la Policía sin dejarla que por propia iniciativa desarrolle su capacidad profesional, ojo no estamos diciendo que queremos total libertad de investigación pero si un espacio para podernos desarrollar.

P. Lo anteriormente se demuestra que en la mayoría de casos que son diligenciados por personal policial en la etapa de investigación preliminar se rigen a  lo estrictamente señalado por el Fiscal porque algunos integrantes del Ministerio Público no aceptan que el Policía por cuenta propia realicen otras diligencias sin el “permiso” de ellos, conducta que al parecer esta cambiando porque tenemos entendido los señores Fiscales no tienen mucho éxito en la investigación de sus casos.
Q. Como bien sabemos la etapa de investigación preliminar es una etapa muy importante diríamos la raíz de la investigación por cuanto si se obtienen elementos razonables que determinadas conductas humanas conllevarían a la formalización de la denuncia, en donde interviene el Juez de la Investigación Preparatoria y por ende gracias a estas diligencias podríamos llevar con éxito un determinado caso ante el Magistrado; siendo el requisito más importante la individualización del denunciado; sino realizamos una buena investigación preliminar podríamos no tener éxito en la obtención de indicios, pruebas, evidencias para poder formalizar el caso y al final no podremos presentar cargos ante el Juez y por ende no se justifica tanta inversión que hace el Estado.   
R. Hay que tener presente que en el caso de detenciones en flagrante delito las diligencias preliminares se desarrollaran dentro de las 24 horas que señala la Ley a excepción de los delitos de Terrorismo, Tráfico ilícito de drogas y Traición de la Patria, sin embargo se debe de comunicar al Juez de la Investigación Preparatoria para que tome conocimiento.
S. A pesar de que diferentes magistrados y fiscales repiten a la saciedad de las bondades del NCPP sin embargo durante los dos últimos años no se conoce de algún caso de trascendencia en donde se haya detenido, sancionado a un banda o organización delictiva. Lo que si es cierto que por el accionar de la Policía al haber dado muerte en enfrentamiento armado a 42 delincuentes de organizaciones criminales esto a frenado considerablemente el accionar de los extorsionados y cobradores de cupos en La Libertad y a dado un poco de tranquilidad a la población Liberteña.
T. A continuación analizaremos unos cuadros estadísticos de la provincia de Huaura, ya que se ha solicitado por escrito que el ministerio pùblico mediante la oficina de indicadores nos proporcione información relativa al tema pero por motivo “ mal diseño de los cuadros informaticos y por disposición de la fiscalia de la Nacion mediante una directiva”  no se nos puede dar información, o ¿es que el NCPP bajo la dirección directa y personalísima de los fiscales no esta dando el fruto esperado? y quizás no nos equivocamos por cuanto 
CUADRO COMPARATIVO CARGA PROCESAL
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Por ejemplo en un trabajo de investigación que realizado un grupo de participantes del segundo “Curso de Capacitación del Nuevo Código Procesal Penal” se demostró que uno de los problemas que afronta el Ministerio Público y la Policía Nacional es la mala coordinación, a continuación se los mostramos.
“CUADRO N° 07

¿CON RELACION A LA RELACION LABORAL CON LOS SEÑORES FISCALES CUALES HAN SIDO LOS MAYORES PROBLEMAS?
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COMENTARIO

En el presente grafico se muestra, que todavía existen problemas con los señores fiscales; siendo los mas comunes por ejemplo mala coordinación toda vez muchas veces se programas diligencias y el policía tiene que llevar al detenido hasta las mismas oficinas del Ministerio Público, siendo esto un riesgo; 10 contestaron ausencia para realizar las diligencias por lo general en horas de la madrugada especialmente si son mujeres postergándola para la primera horas de la mañana. Esto ocurre también el fin de semana en las fiscalias cercanas a Trujillo en donde el Fiscal, lo que origina trastornos en la investigación. 5 de los 50 entrevistaron indicaron que algunos fiscales les falta profesionalismo porque se ahogan en un vaso de agua, sin embargo 20 manifestaron no tener ningún problema con el MP”
Lo que evidencia que las relaciones entre ambas instituciones no es la mejor.

V.


CUADRO N° 01
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COMENTARIO:

De una muestra de 50 efectivos policiales que trabajan en la sección de investigaciones de las diferentes unidades de la III DIRTEPOL se puede demostrar que los efectivos que tienen entre 0 a 5 años de servicio real y efectivos , dos de ellos se encuentran capacitados 5 en proceso de capacitación y 5 no capacitados lo que demuestra que a pesar de haber transcurrido mas de un año de la aplicación o de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal el personal policial recién  opta por capacitarse; sin embargo con el personal que tiene entre 5 a 10 años solo 9 de ellos se encuentran capacitados 11 no capacitados y solo 4 que están en proceso de capacitación lo que demuestra  que mas del 50 % no se a informado o actualizado en la aplicación de NCPP. En el rublo del personal que tiene de 10 mas años de servicio 11 de los efectivos policiales se han actualizado en la aplicación del NCPP. Mientras que 5 de ellos aun no antojado interés en actualizarse y solo 1 esta en proceso de capacitación.

En resumen solo 22 de 50 efectivos se encuentran capacitados en el NCPP mientras que 21 no están capacitados  y solo 7 están en proceso de capacitación por lo que se evidencia  falta de preocupación o interés del personal policial o del comando en actualizarse en la aplicación del NCPP.

CUADRO N° 02

¿QUÉ OPINIÓN LE MERECE LA APLICACIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL?
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COMENTARIO:

Tal como se puede apreciar en el presente cuadro, 30 de los 50 encuestados  opinaron que el NCPP. Es garantista, 18 de ellos indicaron que era principista, y uno, que se abusaba de la aplicación de los DD. HH Lo que evidencia un falta de preparación e información del personal policial en el NCPP. Toda vez que al responder que significaba c/u de los ítems con mayor porcentaje no supieron realmente lo que significaba, lo que demuestra que el personal policial no se encuentra capacitado y esta que avanza de acuerdo a como se presenta la situación. 

CUADRO N° 03

¿QUE DIFICULTADES HA ENCONTRADO LA APLICACIÓN DEL NCPP?
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COMENTARIO:

Al ser entrevistado el personal policial mas de uno dio mas de una respuesta como dificultad para la aplicación adecuada del nuevo CÓDIGO PROCESAL PENAL donde 35 de los 50 encuestados dan como factor negativo la mala coordinación entre la policía y el ministerio publico y la falta de apoyo Logístico en donde el  25 de estos dan como resultado la mala capacitación del personal.

CUADRO N° 04

¿CONOCE LOS MOTIVOS POR LOS CUALES SE APLICA EL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL?
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COMENTARIO:

Al ser preguntados cuales son los motivos por los cuales a entrado en vigencia el NCPP., el 50% de 50 encuestados manifestó que era un Código o u método Garantista mientras que 18 indicaron que era por la rapidez en que se iban a realizar los procesos y 6 manifestaron que era un código que evitaba la corrupción; cabe mencionar que todas las respuestas son validas sin embargo hay que considerar que la verdadera razón es la tendencia al cambio y a los estándares mínimos de respeto a los derechos humanos.
CUADRO N° 05

¿SI CUENTA CON UN ADECUDO APOYO LOGISTICO PARA EL CUMPLIMIENTO DE SU FUNCION?
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COMENTARIO:

Como se puede observar en el presente grafico 39 de los 50 entrevistados han manifestado que para realizar su trabajo no cuentan con el adecuado apoyo logístico para el cumplimiento de su función; siete personas han manifestado que si y hay cuatro que no precisa.
Esto evidencia una mala práctica por parte del Estado de no apoyar a las instituciones públicas de un buen soporte logístico.

Todo lo que realmente ocurre se puede analizar de la siguiente manera:
CUADRO N° 06

¿SI EL SERVICIO 24 X 24 HORAS QUE REALIZA LA POLICÍA ACTUALMENTE ES EL ADECUADO, FUNDAMENTE SU RESPUESTA?
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 COMENTARIO:
Como vemos en el Presente cuadro, el personal policial que trabaja en investigaciones no esta de acuerdo con la modalidad de trabajo de 24 x 24 sino que debe ser a tiempo completo; porque una investigación requiere de un seguimiento silencioso, continuo, no tiene horario, etc. De los 50 encuestados 35 no están de acuerdo con esta modalidad, solo 15 si lo están, pero valgan verdades tienen un trabajo particular por eso es que prefieren este horario, pero no se dan cuenta que malogran la investigación.
La única División que trabaja a tiempo completo es la DIVINCRI, DIRCOTE, POLFIS, las Comisarías tienen horario partido.

CUADRO N° 07
¿CON RELACION A LA RELACION LABORAL CON LOS SEÑORES FISCALES CUALES HAN SIDO LOS MAYORES PROBLEMAS?
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COMENTARIO
En el presente grafico se muestra, que todavía existen problemas con los señores fiscales; siendo los mas comunes por ejemplo mala coordinación toda vez muchas veces se programas diligencias y el policía tiene que llevar al detenido hasta las mismas oficinas del Ministerio Público, siendo esto un riesgo; 10 contestaron ausencia para realizar las diligencias por lo general en horas de la madrugada especialmente si son mujeres postergándola para la primera horas de la mañana. Esto ocurre también el fin de semana en las fiscalias cercanas a Trujillo en donde el Fiscal, lo que origina trastornos en la investigación. 5 de los 50 entrevistaron indicaron que algunos fiscales les falta profesionalismo porque se ahogan en un vaso de agua, sin embargo 20 manifestaron no tener ningún problema con el MP.
CAPÍTULO IV

Conclusiones
A
La investigación preliminar  la misma que se inicia después de tenerse conocimiento de la comisión de un hecho delictivo. Puede iniciarse por disposición Fiscal ya sea de oficio o a petición de parte (329 CPP), o también por actuación inmediata de la PNP (331 CPP). Su finalidad primordial es realizar los actos urgentes o inaplazables destinados a determinar si han tenido lugar los hechos y si tiene características de delito, así como asegurar los elementos materiales de su comisión e individualizar a los partícipes, testigos y agraviados.

B. Las diligencias preliminares se pueden realizar en el propio despacho del Fiscal o en sede policial cuando así lo determine el Fiscal responsable, incluso en esta última también se realizaran las diligencias de los hechos que ha tenido conocimiento directo la PNP.

C. En los casos que intervenga la Policía Nacional en la investigación preliminar, ésta elevará un informe policial al Fiscal correspondiente adjuntando las actas, documentos recabados, declaraciones, pericias realizadas, etc. 
D. Su plazo es 20 días salvo que medie detención del imputado en cuyo caso el término es de 24 horas. El Fiscal puede fijar un plazo distinto, según las características del hecho investigado (2. 334 CPP).

E. Lo que esta completamente claro que tanto la Policía y Ministerio Público tienen roles que se complementan para poder lograr el éxito de la investigación que tiene sus raíces en las diligencias preliminares que van a permitir al Fiscal tener una idea clara de los hechos que se han suscitado y poder formalizar la misma, lógicamente no afectar los derechos de las personas investigadas.

CAPÍTULO V

Recomendaciones
A
Que, se fomente una cultura de cooperación y coordinación entre el Ministerio Público y la Policía Nacional a fin de estrechar lazos que nos permitan unificar criterios y nos conlleven al éxito de la investigación la misma que si es positiva va redundar en la seguridad de la colectividad disminuyendo la sensación de inseguridad.
B.
Intercambiar información relacionada al modus operando de los delincuentes a fin de los fiscales se familiaricen con la conducta de estos delincuentes y hablen el mismo idioma que la Policía.

C.
Capacitación al personal policial en técnicas de ITP e ITC a fin de conocer que hacer ante un determinado hecho y no realizar cualquier diligencia que no es provechosa para la investigación.
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20 días

De parte

                      CONTENIDO 

Identidad del denunciante

Narración detallada y veraz de los hechos

Individualización del presunto responsable



OBLIGADOS A DENUNCIAR

		Cualquier persona (Acción penal pública)

		Mandato de ley (Profesionales de la salud, educadores, funcionarios)





NO OBLIGADOS A DENUNCIAR

		Cónyuge  y parientes 4to grado de consaguinidad y 2do de afinidad

		Conocimiento del hecho amparado por secreto profesional





FISCAL PROVINCIAL

De oficio

Denunciantes





Juez

Audiencia por

Plazo irrazonable 








_1283077416

_1283077446

_1282891083

_1282891343

_1282722219

_1282784948

_1282721559

